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1. Introducción

Este informe FIP1 tiene como objetivo central elaborar 
un diagnóstico sobre el entorno de seguridad reciente del 
departamento de La Guajira, incluyendo de manera comple-
mentaria el análisis de factores históricos que incidieron en 
la configuración de contextos violentos en la zona y el estudio 
de los efectos de esta violencia sobre las poblaciones locales. 
Todo esto, con el propósito de entender cómo la confluencia 
de actores armados, prácticas históricas y dinámicas institu-
cionales y sociales en un mismo territorio han incidido en la 
prolongación y surgimiento de viejos y nuevos problemas de 
orden público para el departamento. 

En efecto, las condiciones actuales de seguridad en La 
Guajira son bastantes preocupantes. En centros urbanos im-
portantes como Riohacha, Maicao y Dibulla, la tasa de ho-
micidios se ha mantenido por encima del promedio nacional 
de manera constante durante los últimos años. El desplaza-
miento forzado, tradicionalmente ocasionado por la actividad 
guerrillera, se ha agravado en los últimos años como resulta-
do del accionar de las denominadas Bandas Criminales (BA-
CRIM). Un número importante de casos de desplazamiento 
forzado en Fonseca, Dibulla y Riohacha (La Guajira) y Valledu-
par (Cesar) marcan algunas de las zonas de incursión y afian-
zamiento de estos nuevos grupos criminales en La Guajira y 
sus departamentos conexos. 

La micro-extorsión y el micro-tráfico se han convertido en 
delitos recurrentes en la región, más aún cuando las BACRIM 
están en proceso de ampliar sus redes de apoyo gracias a 
figuras como las de los moto-taxistas o los prestamistas. De 
igual forma, estas bandas son actualmente las responsables 
de una cantidad considerable de secuestros en la zona, in-
cluso superando en número las acciones de las guerrillas, 
perpetradores tradicionales de este delito. 

Uno de los puntos de inflexión más evidentes en la histo-
ria del departamento se sitúa con la desmovilización colecti-
va de las estructuras del Bloque Norte de las AUC en 2006. 
Desde entonces, el devenir del conflicto armado en La Guajira 
ha adquirido mayor dinámica producto de la interacción entre 
grupos guerrilleros ansiosos por recuperar viejos territorios 
de dominio y Bandas Criminales con intenciones de prolon-

gar el status quo establecido por las AUC. Como resultado 
de esta dinámica, los actores armados ilegales en la región 
se enfrentan al reto de mantener sus formas tradicionales 
de control sobre los territorios (masacres, desplazamientos) o 
adaptar sus estrategias al uso de otros repertorios de violen-
cia y “tipos delincuenciales” (micro-extorsión, micro-tráfico) 
que garanticen a la vez su sostenibilidad en el terreno y eviten 
llamar la atención de las autoridades. 

A la luz de estos antecedentes, el presente informe aspira 
a disminuir el relativo desconocimiento que se tiene sobre 
las dinámicas del conflicto armado en La Guajira, sobre sus 
continuidades y rupturas durante los últimos años y las se-
cuelas que éste ha producido. La ausencia de instituciones 
estatales fuertes, de un sistema judicial accesible para la po-
blación y de suficientes programas de inversión socialmente 
enfocados, han repercutido sin duda en la reproducción de 
condiciones de marginalidad/abandono del departamento y 
por esa vía, en la generación de posibles ventanas de oportu-
nidad para la configuración de un contexto de la ilegalidad y 
la perpetuación de la violencia en la zona. 

A este escenario complejo e incierto se suman no obs-
tante, factores que abren lugar para el optimismo. En los 
últimos años la inversión estatal se ha incrementado, espe-
cíficamente en los sectores de infraestructura, comunicación 
y turismo. Las regalías y beneficios directos que brinda la in-
dustria minera han creado mejores expectativas acerca de la 
viabilidad del departamento en el largo plazo. Adicionalmen-
te, la turbulenta relación de los últimos años entre Colombia 
y Venezuela ha atraído la atención del gobierno colombiano 
sobre las zonas de frontera y las condiciones de seguridad de 
las mismas. 

El presente informe se elaboró con base en el trabajo de 
campo realizado por la Fundación Ideas para la Paz (FIP) y sus 
proyectos InSight Organized Crime in the Americas y VerdadA-
bierta.com durante el año 2010 en los departamentos de La 
Guajira, Cesar y Magdalena. Este documento se concentra 
en describir y analizar la grave situación de violencia que ha 
venido afectando a la población civil de La Guajira, partiendo 
de la base de que para entender las dinámicas del conflicto 
armado en este departamento es necesario concebir al con-
flicto en su dimensión regional, lo que incluye para efectos del 

1 Esta investigación fue desarrollada por Gerson Iván Arias, Coordinador del Área de Dinámicas del conflicto y negociaciones de paz; Carlos Prieto, Miguel Ortega 
y Joanna Rojas, Investigadores del Área de Dinámicas del conflicto y negociaciones de paz; y Carolina Serrano, Milena Peralta y Carol Barajas , Asistentes de 
investigación del Área de Dinámicas del conflicto y negociaciones de paz.

 Agradecimientos especiales a Gerson Iván Arias y Juan Carlos Palou, Coordinador del Área de Construcción de Paz y Postconflicto, por sus comentarios y aportes a 
este documento. De igual forma, agradecemos a Jeremy MC Dermott, Coordinador del Proyecto de InSight Organized Crime in the Américas, a Andrés Ortiz, y a Laura 
Gómez, Investigadores del Proyecto de InSight Organized Crime in the Américas, por suministrarnos gran parte de la información presentada en este informe.
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estudio, La Guajira, sus departamentos adyacentes (Cesar y 
Magdalena) y algunas zonas de Venezuela (área denominada 
de aquí en adelante como Zona Estratégica). 

Este informe está dividido en cuatro partes. En la primera 
se presenta el contexto histórico dentro del cual ha evolucio-
nado el conflicto armado en La Guajira, pormenorizando la 
historia de la incursión de los grupos armados ilegales en el 
departamento y ahondando sobre el concepto de “contexto 
de la ilegalidad” que empleamos para analizar la dinámica 
social en el departamento y sus lazos con la reproducción 
de violencia en la región. En la segunda parte, se abordan 
en detalle las dinámicas actuales de la violencia en la zona a 
través del estudio de los actores armados ilegales que hacen 
presencia en la región (FARC, ELN, BACRIM), su capacidad, 
estrategia y repertorios de violencia. De igual forma, en esta 
sección se analiza el despliegue y ubicación de la fuerza pú-
blica en el departamento, las estrategias que despliega para 
combatir a los grupos armados ilegales y el papel de Vene-
zuela como variable incidente en el accionar de estos grupos. 

En la tercera parte, se expone el panorama humanitario 
del departamento haciendo énfasis en expresiones de vio-
lencia tales como masacres, desplazamientos forzados, re-
clutamiento y uso de minas antipersona. Finalmente, en el 
cuarto segmento, se presentan una serie de conclusiones y 
recomendaciones que pretenden hacer evidentes los retos 
en seguridad que enfrenta exclusivamente el departamento 
de La Guajira en la actualidad. 

2. Contexto geográfico e histórico

La península de La Guajira2 cubre una extensión total de 
20.848 km2 y está separada parcialmente del resto del país 
por la Sierra Nevada de Santa Marta (SNSM). Al nororiente, li-
mita con la República Bolivariana de Venezuela a la altura del 
Golfo de Venezuela; por el suroriente, la Serranía del Perijá 
marca la frontera con el vecino país mientras que por el sur li-
mita con el departamento del Cesar. Hacia el suroccidente, la 
península limita con el departamento de Magdalena y hacia 
al norte, con el mar Caribe. 

El departamento de La Guajira está dividido en tres su-
bregiones claves a la hora de explicar las dinámicas de la vio-
lencia en el departamento. Por un lado, se encuentra la Alta 
Guajira que se destaca por ser la zona más desértica; la Alta, 
como se le denomina, comprende los municipios de Uribia, 
Manaure, Albania y Maicao y está habitada principalmente 
por indígenas de la etnia wayúu. La explotación de sal ma-
rina y la comercialización de diversos productos a través de 
los numerosos puertos naturales que allí se encuentran son 
componentes importantes de la economía de la zona. 

La subregión de la Media Guajira concentra una población 
más variada y es la más urbanizada del departamento3. Los 
municipios de Riohacha, Dibulla, Barrancas y Hatonuevo in-
tegran esta subregión en donde actualmente es más visible 
el recrudecimiento de la violencia en comparación con lo que 
ocurre en las otras dos subregiones. La economía de esta su-
bregión se basa principalmente en la explotación de las minas 
de carbón del Cerrejón. La Baja Guajira por su parte se caracte-
riza por un paisaje con mayor vegetación dada su cercanía a la 
Sierra Nevada. Aunque la Baja, también conocida como Provin-
cia de Padilla, cubre parte del piedemonte oriental de la sierra, 
también incluye algunas áreas montañosas. Esta subregión 
está compuesta por los municipios de Fonseca, Distracción, 
San Juan del Cesar, Villanueva, El Molino, Urumita y la Jagua 
del Pilar. Es importante mencionar que allí existe una red de in-
terconexión fluvial conformada por los casi 30 principales ríos 
de la zona que en su mayoría son utilizados como corredores 
estratégicos por los diferentes actores armados del conflicto; 
por esta razón, la Baja Guajira posee un alto valor estratégico 
para estos grupos que se disputan el control en la zona. 

Tradicionalmente, La Guajira ha sido habitada por in-
dígenas pertenecientes en su mayoría a la etnia wayúu. De 
acuerdo con el censo de 2005, el 45% de la población en 

2 El departamento de La Guajira se creó por acto legislativo No. 1 del 28 de diciembre de 1964 con vigencia a partir del 1 de julio de 1965; de esta manera pasa 
de ser intendencia a departamento. 

3 En la Media Guajira se encuentran personas de diversas razas, entre ellos, mestizos, árabes y wayúu. 
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la península pertenece a este grupo poblacional que, a su 
vez, representa el 20% del total de grupos indígenas a nivel 
nacional4. 

Los wayúu, como etnia binacional, ocupan una extensión 
de 12.000 km2 de territorio colombiano y 3.380 km2 en el 
noroeste de Venezuela, específicamente en el estado de Zu-
lia5. El transito libre del que goza esta etnia entre Colombia y 
Venezuela ha dificultado disponer de estadísticas demográ-
ficas confiables debido a la alta movilidad transfronteriza de 
la población. Aunque en La Guajira residen diferentes grupos 
poblacionales, la única etnia que está dispersa a lo largo y an-
cho del departamento es la wayúu. Esta etnia cuenta con un 
sistema político descentralizado: sus vecindarios o ranche-
rías funcionan de manera autónoma y se estructuran social-
mente partiendo del principio de matrilinealidad (sistema de 
descendencia por línea materna). Como rasgo relevante de 
esta comunidad, la división sexual del trabajo en tiempos de 
guerra de los wayúu instituye que las mujeres son intocables, 
no pueden ser víctima de agresiones y son las encargadas de 
recoger a los heridos y comunicarse con el exterior.

2.1. Contrabando y contexto de la ilegalidad en La 
Guajira

El contrabando es un fenómeno de vieja data en La Gua-
jira. Su puesta en práctica se remonta al siglo XVI cuando 
los indígenas wayúu vendían perlas a comerciantes de países 
como Francia, Holanda e Inglaterra. Aunque el gobierno espa-
ñol prohibía este comercio, los indígenas lograron impulsar 
prácticas que iban más allá de lo legalmente establecido e 
hicieron de estos procesos la base de su economía. Simultá-
neamente, esta forma de comercio se erigió simbólicamente 
como un mecanismo de resistencia frente a la dominación 
española. Desde entonces, el contrabando fue ampliando 
progresivamente su base, pasando de la comercialización de 
perlas hasta la transacción de productos tales como licores, 
telas, palo de tinte y armas, entre otros.

Con el tiempo, el contrabando se convirtió en una prácti-
ca orgánica para gran parte de los habitantes de La Guajira y 
en ese sentido las dinámicas económicas, sociales, cultura-
les y políticas de la región, de una u otra forma, giraron a su 
alrededor. Entrado el siglo XX, la península ya se había con-
vertido en la puerta de acceso más grande para la entrada de 
contrabando al país. 

El centro de negociaciones y transacciones fue Maicao, 
un pequeño caserío por el cual transitaban obligatoriamen-
te los comerciantes que intercambiaban productos con Ve-
nezuela. Paulatinamente, este poblado fue creciendo hasta 
el punto de convertirse en un importante centro de negocios 
que estimuló la migración de muchas familias. Así, negocian-
tes importantes de la zona como el “Turco Bassan”, Mario 
Cotes e incluso el famoso Samuel Santander Lopesierra, más 
conocido como el “Hombre Marlboro”, lograron surgir social-
mente gracias a una boyante red de contrabando desplegada 
en este territorio.

En la primera mitad del siglo XX, al igual que a lo largo 
de la historia de La Guajira, el departamento no contó con 
una fuerte presencia del Estado. Sólo hasta la década de 
los sesenta durante el gobierno de Alberto Lleras Camargo 
(1958-1962), el Estado colombiano centró su atención en el 
contrabando y aumentó su pie de fuerza en La Guajira para 
impulsar medidas de control sobre el comercio de licores, 
cigarrillos y telas. Sin embargo, estos esfuerzos significaron 
poco a la hora de desvertebrar las redes existentes alrededor 
de este negocio ilegal.

4 Los wayúu son los indígenas más numerosos de los 87 pueblos indígenas que hay en Colombia. 
5 Ochoa Sierra, María. Horror sin nombre. Impacto de la entrada de los paramilitares en territorio wayúu. Tesis de grado para optar por el título de Magíster en 

Ciencia Política. Departamento de Ciencia Política. Universidad de los Andes. Bogotá,  julio de 2010.

ZONA ESTRATÉGICA

Comunidad indígena

Comunidad Wayúu Frontera internacional



La Guajira en su laberinto transformaciones y desafios de la violencia • agosto de 2011 • 7

En la década de los setenta, La Guajira fue testigo ex-
cepcional de la bonanza marimbera6. Esta bonanza captó el 
interés de algunos de los contrabandistas tradicionales y de 
otras personas deslumbradas por las grandes utilidades que 
dejaba el tráfico de marihuana. A pesar del poco tiempo que 
duró del boom de la marimba (desde finales de los sesentas 
hasta mediados de los setentas), su trascendencia histórica 
fue muy importante puesto que sentó las bases para el tráfico 
de cocaína hacia los Estados Unidos, negocio que se ajustó 
fácilmente a la estructura tradicional del contrabando. 

Aprovechando las rutas y puertos utilizados para el con-
trabando, el narcotráfico comenzó a pulular en La Guajira, 
repartiendo inmensas utilidades que terminarían filtrándose 
tanto en negocios legales como ilegales; el grueso de la socie-
dad terminó directa e indirectamente involucrada como parte 
de esa economía ilegal. Perdió vigencia la figura del contra-
bandista tradicional y fue reemplazada por la del narco: éste 
personaje, habitualmente rodeado de hombres fuertemente 
armados como esquema de seguridad, fue el pilar constitu-
tivo de ejércitos privados que protagonizaron desde ese mo-
mento, sucesivas confrontaciones armadas para controlar el 
negocio en la peninsula. 

Para la población de La Guajira, el contrabando y el tráfico 
de bienes ilícitos se convirtieron en elemento dinamizador de 
la actividad económica regional. Poco a poco, estas prácticas 
se fueron interiorizando como procesos sociales legítimos, 
muy a pesar de contravenir en terreno, las reglas constitucio-
nalmente establecidas para el orden nacional. Para entender 
esta compleja tensión entre prácticas legítimas y orden legal 
establecido, Francisco Thoumi plantea que “en una sociedad 
estratificada, con un gobierno central que no ha ejercido de 
manera efectiva la soberanía en amplias zonas del territorio, 
incluyendo las fronteras, la legalidad no coincide con la legi-
timidad”7. Desde este punto de vista, en La Guajira, como en 
muchas otras zonas del país, se construyeron valores parale-
los a los del Estado, y por esa vía, prácticas específicas, que 
aunque legítimas para las poblaciones locales, no concorda-
ban con lo legalmente establecido. 

Como consecuencia de esta dinámica social, se suele ha-
blar sobre la materialización de una “cultura de la ilegalidad” 
en La Guajira que hace referencia a una serie de valores, refe-

rentes culturales y personales de un gran número de sectores 
sociales que allí habitan, valores y referentes que efectiva-
mente no son convergentes con aquellos promovidos por la 
legislación del Estado colombiano y que han sido evocados 
recurrentemente como atenuantes para la llegada y asenta-
miento de grupos armados ilegales en el departamento. 

Sin embargo, a la luz del relato histórico, la dimensión 
cultural es sólo uno de varios factores a incorporar dentro de 
la explicación de aquel “contexto de ilegalidad” sobre el cual 
prosperaron posteriormente diferentes grupos armados ilega-
les en La Guajira. Este contexto de la ilegalidad es producto 
de cuatro variables interrelacionadas en el devenir histórico 
del departamento: primero, la débil presencia estatal en el 
departamento principalmente en términos de fuerza pública 
y organismos de control que terminaron oponiendo resisten-
cia fútil al floreciente negocio del contrabando. 

Segundo, el factor físico y geoestratégico jugó un papel 
decisivo en la configuración de este contexto en la medida 
en que la posición geográfica del departamento, su salida al 
mar (con sus múltiples puertos) y su zona de frontera resultó 
atractiva para la fácil entrada y salida de productos del país y 
que aunada a la débil presencia estatal, facilitó el florecimien-
to de negocios, personas, prácticas y redes que terminaron 
operando más allá de la legalidad. Tercero, las dificultades 
de las comunidades y del departamento para hacer parte 
funcional del circuito económico nacional redujeron las po-
sibilidades de diversificar y ampliar la actividad económica y 
por lo tanto, limitaron la baraja de oportunidades económicas 
legales para la población. 

Finalmente, la dimensión cultural, entendida bajo estos 
propósitos como la aceptación, apropiación y perpetuación 
de valores dispares al orden constitucional, resulta relevante 
a la hora de entender la existencia de un grupo social alta-
mente tolerante con ciertas prácticas ilegales (contrabando) 
y con su perpetuación. Esta afirmación no se refiere a la cultu-
ra wayúu exclusivamente, comunidad reconocida por la Cons-
titución Política colombiana como minoría étnica. Se trata de 
un fenómeno que desborda las fronteras identitarias y se des-
pliega por gran parte del entramado social de La Guajira. En 
este sentido, tal y como se hizo evidente en terreno, muchos 
medios de subsistencia o fuentes de ingresos económicos se 

6 Bajo el gobierno de Alfonso López Michelsen (1974-1978),  el Banco de la República creó un mecanismo que permitió al Banco cambiar dólares por pesos sin 
tener en cuenta el origen del dinero. Ésta práctica conocida como la “ventanilla siniestra” institucionalizó el lavado de dólares producto de la bonanza marimbera 
y el contrabando de café. Una prueba de la magnitud del negocio se encuentra en un Informe de la Dirección de Aduanas de Colombia de 1975 en el que se 
registraba la existencia de 64 buques dedicados al tráfico de marihuana y 131 pistas de despegue y aterrizaje clandestinas, muchas de ellas situadas en los 
desiertos del norte de La Guajira.

7 González Plaza, Santiago. Pasado y presente del contrabando en La Guajira: aproximaciones al fenomeno de  ilegalidad en la regió. Bogotá: Centro de Estudios 
y Observatorio de Drogas y Delito – CEODD – Facultad de Economía, Universidad del Rosario, 2008. P.14.
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aceptaron como válidos aunque el Código Penal colombiano 
los prohibiese y sancionase. 

Sin duda, los factores descritos con anterioridad pueden 
ser asumidos en muchos sentidos como una suerte de “terre-
no abonado” para la entrada de grupos armados ilegales en 
el departamento puesto que en últimas, terminaron reducien-
do una parte importante de los costos de oportunidad asocia-
dos a la incursión y asentamiento de grupos armados en el 
departamento. En efecto, durante las últimas dos décadas y 
como veremos más adelante, varios de estos grupos arma-
dos lograron sacar provecho de territorios y poblaciones en 
La Guajira para la satisfacción de sus objetivos estratégicos. 

2.2. Incursión de grupos armados ilegales en La 
Guajira

Como se precisó anteriormente, los ejércitos privados han 
existido desde tiempo atrás en La Guajira. Ejércitos de merce-
narios contratados por grandes contrabandistas de la zona y 
grupos de indígenas armados que buscaban proteger sus pro-
pias mercancías fueron, por mucho tiempo, actores generado-
res de violencia en la península. Sin embargo, en esta sección, 
y como parte del objetivo central de este documento, nos enfo-
caremos en actores armados con presencia reciente en el de-
partamento, específicamente grupos armados ilegales como 
guerrillas y paramilitares que adquirieron relevancia nacional 
desde la década de los ochenta hasta principios de 2006, fe-
cha de desmovilización de las estructuras de las Autodefensas 
Unidas de Colombia (AUC) que hacían presencia en la zona.

En el caso de FARC, la presencia e influencia del grupo 
guerrillero en las dinámicas del conflicto armado en La Gua-
jira son consecuencia directa de su crecimiento exponencial 
durante los años ochentas y noventas. Hacia la década de los 
ochentas, las FARC lograron introducirse en Urabá y Antioquia 
por medio del frente 5 que comenzó a abrirse paso hacia el 
noroccidente del país. A inicios de esa década, habiéndose 
desplazado hasta el sur de Córdoba y el sur de Bolívar, este 
frente extendió su radio de acción y se desdobló, convirtién-
dose en el frente precursor de lo que hoy es conocido como el 
Bloque José María Córdoba, que opera en Chocó, Antioquia y 
Córdoba8. El frente 5 logró expandirse aún más hacia el norte 
del país, desdoblándose en los frentes 37 y 35 que harían 
posteriormente parte del Bloque Caribe. 

Desde 1993, luego de celebrar su Octava Conferencia, 
las FARC constituyeron el Bloque Caribe (ahora conocido 
como Bloque Martín Caballero) para opera en la zona del Cé-
sar, Magdalena y La Guajira9. La lógica de expansión territo-
rial de las FARC hacia el norte del país estaba asociada con 
la decisión estratégica de controlar una zona con múltiples 
corredores de movilidad ubicados a lo largo de toda la penín-
sula de La Guajira.

El Frente José Prudencio Padilla (denominado Frente 19 
desde la Novena Conferencia) fue vital para penetrar en las 
inmediaciones de la Sierra Nevada (lugar de refugio predi-
lecto para los grupos armados ilegales debido a su difícil ac-
ceso) y extender el radio de acción de las FARC hasta la Baja 
Guajira. Ya en los noventa, este frente, junto con el frente 41 
proveniente del Cesar, se desdobló para conformar el frente 
59 que se estableció permanentemente en la Baja y Media 
Guajira10. 

Por su parte, el ELN hizo presencia en una primera etapa 
(1965-1973) en el sur de Bolívar, en el noroeste santanderea-
no, en el Magdalena Medio antioqueño y en el sur de Cesar. 
Durante la segunda mitad de la década de los ochentas, el 
grupo penetró Magdalena con el Frente 6 de diciembre ubica-
do en la Sierra Nevada, el Frente Francisco Javier Castaño en 
la zona bananera y el Frente de Guerra Norte en Barranquilla. 
Durante este mismo período, el Frente Gustavo Palmesano 
fortaleció su presencia en algunos municipios del sur de La 
Guajira, especialmente en San Juan del Cesar y La Jagua del 
Pilar así como también en las selvas de la Serranía del Perijá. 
Sin embargo, el protagonismo de este grupo siempre fue in-
ferior al de las FARC.

2.2.1 La aparición de los paramilitares
De manera simultánea al arribo de las guerrillas en el 

norte del país, en el departamento de Magdalena comenzó 
a formarse uno de los grupos paramilitares más fuertes de la 
región y uno de los primeros en incursionar en territorio guaji-
ro: las Autodefensas Campesinas del Magdalena y La Guajira 
(ACMG) comandadas por Hernán Giraldo Serna alias ‘El Pa-
trón’. También conocidas como autodefensas del Mamey o 
Los Chamizos, este grupo se ubicó en las estribaciones de la 
Sierra Nevada desde principios de los ochentas11. De acuerdo 
con testimonios de algunos ex miembros de este grupo, la 

8 ¿Qué les queda a las FARC? Semana.com y Observatorio del Conflicto de la Corporación Nuevo Arco Iris (CNAI). Multimedia, 6 de junio de 2008. Disponible en 
el sitio Web: http://www.semana.com/multimedia-conflicto/queda-farc/601.aspx

9 Sin embargo, desde la Séptima Conferencia las FARC realizada en 1982, se había diseñado una clara estrategia expansión y desdoblamiento de frentes.
10 El frente 59 hizo presencia en las localidades de Urumita, Villanueva, el Molino, San Juan del César, Barrancas, Hato Nuevo, la Onza Centro en el Cerrejón, 

Potrerito, San Pedro, San Antonio, Salado, Jerez y parte de Riohacha.
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organización logró crecer con gran rapidez y relativa facilidad 
debido al apoyo que recibió de diferentes sectores económi-
cos y políticos de la región12. 

La incursión paramilitar en La Guajira durante los no-
ventas puede ser calificada como incipiente pues fue sólo a 
finales de esa década cuando se hace sentir con fuerza la 
presencia de los paramilitares a través del proyecto expansio-
nista de las recientemente conformadas AUC13. Rodrigo Tovar 
Pupo, mejor conocido como ‘Jorge 40’ bajo las directrices de 
la casa Castaño, utilizó dos rutas específicas para hacerse al 
control de La Guajira como última pieza de la estrategia de 
las AUC en la zona. En un primer momento, las AUC hicieron 
contacto con La Guajira por el sur del departamento y el nor-
te del Cesar; en un segundo momento, lo hicieron vía Sierra 
Nevada. Esta estrategia les permitiría en último término, to-
mar el control de la Media y Alta Guajira. Pero veamos estos 
últimos eventos con mayor detalle. 

La incursión paramilitar por el suroriente de La Guajira 
se hizo evidente a finales de la década de los noventa. En 
mayo de 1998 y por instrucciones de la casa Castaño, Sal-
vatore Mancuso, en ese momento comandante del recién 
creado Bloque Norte, junto con ‘Jorge 40’, intentó contactar a 
los grandes contrabandistas y narcotraficantes de La Guajira. 
Bajo esta estrategia, estos jefes paramilitares intentaron inú-
tilmente reunirse en Fonseca, sur de La Guajira, con uno de 
los hombres más poderosos de Maicao, Santander Lopesie-
rra popularmente conocido como el Hombre Marlboro14. Este 
tipo de contacto buscaba en principio, establecer alianzas en 
la región y crear “redes de apoyo” que les facilitaran el proce-
so de expansión y cooptación del departamento. Sin importar 
los resultados, las AUC continuaron sus acercamientos e hi-
cieron gala de su poderío mediante una serie de operativos 
selectivos en municipios del sur de La Guajira, en donde dis-
putaron territorios con frentes de las FARC y ELN a los que 
finalmente lograron desplazar. 

Para este punto resulta útil rescatar nuevamente el con-
cepto de “contexto de ilegalidad” con el propósito de explicar 
algunos catalizadores de la incursión paramilitar en la zona. 

La posesión de armas era un componente social importan-
te en la región puesto que estaba asociada a la figura del 
hombre poderoso dentro de las comunidades. La presencia 
de hombres armados y la violencia generada por guerras in-
terclaniales fueron elementos transversales a la historia de 
La Guajira desde tiempos coloniales; por esta razón, la en-
trada de los paramilitares no supuso, de manera súbita, una 
irrupción total de la dinámica social y el status quo imperante 
hasta ese momento. 

Sin embargo, la llegada de los paramilitares sí marcó el 
punto de partida para la implementación de un nuevo tipo 
de violencia hasta ese momento desconocido en la penín-

11 Posteriormente, al mando de Hernán Giraldo, el grupo pasó de la Sierra Nevada a las orillas de los ríos Manzanares y Piedras hasta el corregimiento de Palomino 
y la zona del río Jerez en la Baja Guajira.

12 Zúñiga Jiménez, Priscila Margarita. Una reconstrucción del fenómeno del paramilitarismo en el departamento del Magdalena. Tesis de grado para optar por el 
título Politóloga. Facultad de Ciencias Políticas y Relaciones Internacionales. Pontificia Universidad Javeriana. Bogotá, julio de 2004.

13 Aunque los antecedentes de la presencia paramilitar en el norte del país se remontan a la década de los años 80 con la presencia de las Autodefensas Campe-
sinas del Magdalena y La Guajira lideradas por Hernán Giraldo, la consolidación del Bloque Norte se da una vez la casa Castaño emprende la creación de las 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y se consolida en 1997 cuando definitivamente se constituyen las AUC.

14 La reunión se vio frustrada por un reten de la Policía que los detiene a la salida de Villanueva. Tanto Salvatore Mancuso como ‘Jorge 40’ son llevados al municipio 
de Barrancas para luego ser trasladados a San Juan del Cesar. Allí son liberados en extrañas circunstancias tras llamadas realizadas por los Castaño. Ver: Tovar 
Pupo, Rodrigo. Mi vida como autodefensa y mi participación como miembro del BN y del BNA. Disponible en el sitio Web: www.verdadabierta.com 

RUTAS DE LA INCURSIÓN PARAMILITAR

Incursión Media y Alta Guajira

Incursión Sierra Nevada de Santa Marta

Incursión por el suroriente
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sula, violencia materializada a través de la perpetración de 
masacres. Para este caso, la masacre de Villanueva en 1998 
se convirtió en el hito del asentamiento paramilitar en el sur 
del departamento15. A partir de ese hecho, se desencadena-
ron una serie de masacres sistemáticas contra la población 
civil. En un contexto de abandono estatal, de debilidad insti-
tucional y de miedo generalizado a denunciar, se conjuró la 
paradoja en la que la guerrilla fue la primera en denunciar 
estos hechos de violencia: con base en estas denuncias, los 
grupos guerrilleros confiaban en detener el avance paramili-
tar y recuperar el territorio hasta ahora perdido frente a los 
paramilitares16. 

La incursión paramilitar en esta zona se potenció además 
con la creación, en el año 2000, de una gran base parami-
litar en el corregimiento de Badillo, ubicado en el norte de 
la ciudad de Valledupar. Desde esta punto de frontera entre 
Cesar y La Guajira, comandantes como ‘39’, ‘101’, ‘6-11’17, 
‘38’ y ‘35’, entre otros, desataron una ola de violencia que 
se desplazó rápidamente por todo el sur de La Guajira18. De 
esta manera, las AUC lograron consolidar su presencia en el 
sur del departamento y de ahí, dieron el paso hacia la Media 
y Alta Guajira, a la vez que lo hacían desde la Sierra Nevada.

El grupo de Hernán Giraldo tuvo autonomía en el mane-
jo del negocio del narcotráfico en la región hasta finales de 
2001 cuando se desató una guerra entre su grupo y el Blo-
que Norte al mando de ‘Jorge 40’ quien adelantaba para ese 
entonces una campaña de expansión a lo largo de todo el 
norte del país. Tres meses después de iniciada la guerra, en 
marzo de 2002, el Bloque Norte venció al grupo de Giraldo y 
éste quedó sometido a las AUC, quienes asumieron el control 
de la región. Es importante mencionar que el grupo de Giral-
do no fue el único que se vio forzado a doblegarse ante las 
AUC, pues lo mismo les ocurrió a las Autodefensas de Chepe 
Barrera y a las Autodefensas del Palmor, que también hacían 
presencia en Magdalena19. 

El triunfo de ‘Jorge 40’ en la Sierra Nevada marcó defi-
nitivamente un hito en la incursión del paramilitarismo en 
territorio guajiro ya que a partir de ese momento, las AUC co-
menzaron robustecer su presencia no sólo en la Baja Guajira, 
sino en la Media y Alta Guajira, entrando en contacto directo 
con la cultura wayúu. A comienzos de 2002 y una vez doble-
gadas ante las AUC, las “antiguas” ACMG de Giraldo mutaron 
en dos nuevos frentes del Bloque Norte: el Frente Resistencia 
Tayrona (FRT) y el Frente Contrainsurgencia Wayuú (FCW), 
dos de los grupos con mayor responsabilidad respecto a ac-
ciones violentas perpetradas contra la población indígena en 
Colombia, en especial contra los pueblos que habitan la Sie-
rra Nevada de Santa Marta y contra los wayúu en La Guajira. 

2.2.2 Los paramilitares en la Media y Alta Guajira
La guerra entre ‘Jorge 40’ y Hernán Giraldo dejó a dis-

posición de las AUC los corredores estratégicos de la zona 
utilizados para el narcotráfico. Una vez en la Media, los pa-
ramilitares se encontraron con un contexto adverso que los 
enfrentó a las inclemencias del terreno y a los grupos de 
contrabandistas, narcotraficantes y wayúu que ya ejercían 
control en los territorios. Con el propósito de imponerse, los 
paramilitares tuvieron que interactuar de manera directa y 
permanente con la población nativa. Como era de esperar-
se, esta interacción tuvo, en algunas ocasiones, desenlaces 
inesperados con graves consecuencias humanitarias. El más 
claro ejemplo de esto fue la masacre de Bahía Portete perpe-
trada en abril de 2004 por miembros del FCW. Esta masacre 
se convirtió en el hecho que marcó la llegada definitiva de los 
paramilitares a la Alta Guajira20. 

A la luz de este evento, se hizo más evidente el uso que los 
paramilitares le dieron a la violencia simbólica para penetrar 
hábilmente las comunidades locales. Así: “…asimilaron el ideal 
de hombre wayúu guerrero, valiente, encargado de la seguri-
dad de su familia y capaz de enfrentar una guerra”21 e interfi-

15 El 8 de diciembre de 1998 hombres de ‘Jorge 40’ asesinaron a 12 personas en los barrios El Cafetal y San Luis del municipio de Villanueva.
16 Fundación Ideas para la Paz. Cómo se tomaron los paras la Guajira. Las verdades del conflicto en La Guajira. Especial Multimedia. Abril 2010. Disponible en el 

sitio Web: http://www.verdadabierta.com/gran_especial/guajira/home.html 
17 ‘6-11’ es uno de los alias de ‘Amaury’, ex militar y ex comandante paramilitar, quien participó también en la masacre de El Salado.
18 Fundación Ideas para la Paz. Cómo se tomaron los paras la Guajira. Las verdades del conflicto en La Guajira. Especial Multimedia. Abril 2010. Disponible en el 

sitio Web: http://www.verdadabierta.com/gran_especial/guajira/home.html.
19 Estas tres agrupaciones son las primeras en hacer parte del Bloque Norte de las AUC.
20 La masacre de Bahía Portete se llevó a cabo entre el 18 y el 20 de abril de 2004 en el puerto de Portete que se ubica en municipio de Uribia en la Alta Guajira. 

En ésta masacre fueron asesinadas 6 personas entre las que había mujeres ancianas y dos menores de edad. De igual manera, la masacre ocasionó el despla-
zamiento forzado de hasta 600 personas que se vieron obligadas a establecerse en ciudades como Uribia, Maicao y Riohacha.  Incluso, muchos de ellos decidió 
cruzar la frontera y establecerse en Maracaibo.

21 Ochoa Sierra, María. Horror sin nombre. Impacto de la entrada de los paramilitares en territorio wayúu. Tesis de grado para optar por el título de Magíster en 
Ciencia Política. Departamento de Ciencia Política. Universidad de los Andes. Bogotá,  julio de 2010.
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rieron en las guerras interclaniales apoyando a una u otra casta 
para ganar redes locales de apoyo y, en algunas oportunida-
des, aprovecharon la confianza adquirida para apoderarse de 
redes de contrabando controladas por los wayúu. De la misma 
manera, entendieron el rol central de la mujer wayúu dentro de 
su comunidad y a través de dotes más altos y del mestizaje, lo-
graron colonizar algunos territorios. Utilizando valores, precep-
tos y prácticas propias de la etnia, el paramilitarismo logró, en 
varias oportunidades, aprovecharse de la cultura wayúu para 
promover sus propios intereses de expansión y control. 

Con el objetivo de cimentar su control en la Media Guajira 
y luego en la Alta, el Bloque Norte contactó de nuevo a va-
rios de los “hombre duros” del narcotráfico y el contrabando 
del departamento, específicamente aquellos que operaban 
en Maicao y Riohacha. A partir de 2001, conocidos contra-
bandistas guajiros como Mario Cotes, Luis Ángel González, 
Santander Lopesierra, “Kiko” Gómez Cerchar, el “Papa” Bolí-
var, Víctor Ojeda e integrantes de las familias Boscan, Mejía, 
Hernández y los Valdeblanquéz, se vieron obligados a lidiar 
con los paramilitares y a compartir su poder económico y mi-
litar22. Sin embargo, dichas negociaciones perdieron validez 
una vez ‘Jorge 40’ tomó la decisión de someter a todos los po-
deres locales que representaban una amenaza para su pro-
yecto de expansión. Consecuentemente, Mario Cotes, quien 
controlaba el contrabando en Maicao, fue asesinado por el 
mismo ‘Jorge 40’ el 10 de julio de 2002 y Luís Ángel González 
fue asesinado en circunstancias desconocidas, el 6 de marzo 
de 2003. Estos hechos le demostraron a la población que la 
intención de los paramilitares era convertirse en los únicos 
amos y señores de la zona.

Como era de esperarse, la intromisión de los paramilita-
res alteró el statu quo de la economía ilegal local y produjo 
numerosas disputas entre los “hombres duros”23, lo que fa-
cilitó a los paramilitares penetrar y controlar puntos estraté-
gicos como Maicao, y la Media Guajira en general. Una vez 
alcanzado este objetivo, el FCW logró avanzar con mayor fa-
cilidad hacia la Alta Guajira con el propósito de controlar los 
puertos que allí se encuentran, en especial Portete, principal 
puerto natural de la península24. 

Desde su conformación, el FCW se arraigó rápidamente 
en La Guajira. Muestra de ello fue la creación de cinco gru-
pos que se repartieron el territorio wayúu: Los escorpiones, 
Los Buitres, Los Centauros, Los Halcones y Las Águilas25. De 
acuerdo con fuentes consultadas por la FIP durante trabajo 
de campo realizado en Riohacha, la llegada de los parami-
litares a La Guajira conjuró sin duda un nuevo escenario de 
sometimiento a las poblaciones locales, escenario en el que 
“todos respiraron de un mismo aire paramilitar”. 

Finalmente, el Bloque Norte de las AUC se desmovilizó en 
marzo de 2006 en El Copey y La Mesa en el departamento 
del Cesar. Sin embargo, el FCW, que para entonces tenía el 
control de la Alta Guajira, no se desmovilizó en su totalidad. 
Arnulfo Sánchez Gonzáles, mejor conocido como ‘Pablo’, con-
tinuó comandando el grupo que abandonó el nombre de FCW 
y pasó a ser conocido por las autoridades como Bacrim de la 
Alta Guajira (BAG), grupo que siguió desplegando con igual 
ímpetu las operaciones criminales del otrora grupo parami-
litar. 

22 Fundación Ideas para la Paz. Cómo se tomaron los paras la Guajira. Las verdades del conflicto en La Guajira. Especial Multimedia. Abril 2010. Disponible en el 
sitio Web: http://www.verdadabierta.com/gran_especial/guajira/home.html 

23 Testimonios recogidos por la FIP dan cuenta de los enfrentamientos y disputas que se dieron, por ejemplo, entre los clanes de los Boscan y los González, los 
González y los Mejía, los Mejía y la banda de los “aguaitos”.  

24 El puerto de Portete está ubicado en la Alta Guajira. Históricamente, desde este puerto, ha llegado el contrabando, las armas y han salido las drogas que han 
alimentado buena parte de los grupos armados y ejércitos privados de la región. Es en este puerto donde se lleva a cabo la masacre de Bahía Portete en abril 
de 2004.

25 La banda Los Escorpiones, al mando del hoy capturado Arnulfo Sánchez González, alias ‘Pablo’, se tomó la Alta Guajira y sus puertos naturales. Los Buitres por 
su parte se ubicaron en el corredor que comunica Carraipía (Maicao) con Venezuela.
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3. Dinámicas actuales del conflicto 
en La Guajira

En concordancia con lo expuesto en el anterior acápite, la 
dinámica de la violencia en La Guajira durante la última dé-
cada se ha caracterizado por la disminución de la presencia 
y acciones armadas de las guerrillas y por el aumento de la 
presencia y capacidad de acción de grupos paramilitares y de 
sus herederos. 

La Guajira ha sido sin duda una zona muy apetecida por 
los actores armados ilegales como consecuencia de las rutas 
de narcotráfico que allí se encuentran, de la particular ubica-
ción geográfica del departamento y en general del contexto 
de ilegalidad que allí prospera. Durante los últimos años, las 
BACRIM han pujado entre sí por controlar la zona mientras la 
guerrilla se ha esforzado por recuperar el terreno perdido por 
cuenta de la avanzada paramilitar y la ofensiva de la fuerza 
pública. 

Durante el último lustro en efecto, el conflicto armado en 
el norte del país ha sufrido una recomposición. La desmovi-
lización en marzo de 2006 de las estructuras armadas del 
Bloque Norte de las AUC que hizo presencia en departamen-
tos como Cesar, Magdalena, La Guajira, Atlántico, Bolívar y 
Sucre, marcó un nuevo punto de inflexión en la historia de la 
región. Tal hecho, sin lugar a duda, amenazó con resquebra-
jar el statu quo construido (activa y pasivamente) desde años 
atrás por grupos paramilitares, guerrilleros, fuerza pública 
y comunidades, especialmente en departamentos como La 
Guajira. 

Tales cambios en las dinámicas del conflicto en el norte 
del país, de hecho, han operado más en la forma que en el 
fondo pues aunque “nuevos actores” se han incorporado a 
la dinámica armada de la región (con gran participación de 
desmovilizados), conservan en términos generales la misma 
fuente de financiación (narcotráfico) y acuden a versiones 
adaptadas de los repertorios de violencia implementados en 
el pasado, ahora con mayor énfasis en las zonas urbanas y 
a nivel micro.

A la luz de estas premisas, presentamos a continuación 
una radiografía del devenir reciente del conflicto armado en 
La Guajira y sus departamentos conexos (zona estratégica), 
identificando actores protagonistas de la confrontación ar-
mada, sus espacios y lógicas de acción, su impacto en las 
comunidades y la respuesta institucional diseñada para ha-

cerle frente al escenario de inseguridad que generan. En este 
acápite se analizará igualmente el papel o función que cum-
ple la frontera con Venezuela respecto a la operatividad de 
estos actores. 

3.1. La radiografía de las BACRIM: viejos derroteros 
y nuevas cabezas visibles

Los actores armados con mayor protagonismo y dinamis-
mo en cuanto a la generación de violencia en la zona estra-
tégica son las denominadas Bandas Criminales Emergentes, 
mejor conocidas como BACRIM. Este concepto es utilizado 
por el gobierno colombiano para referirse a las nuevas es-
tructuras armadas formadas tras la desmovilización de las 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y de otros grupos 
paramilitares. En el caso de los departamentos del norte del 
país, las BACRIM cuentan con varios antecedentes reconoci-
bles desde 2006 que explican en parte la composición actual 
de las mismas. 

Para el año 2006, tras la desmovilización de las estructu-
ras de las AUC y el Bloque Norte, los hermanos Mejía Múnera 
conocidos como Los Mellizos se trasladaron desde Arauca 
(donde fueron dueños de un frente paramilitar desde 2001) 
hacia la costa Caribe para montar un nuevo grupo criminal 
denominado Los Nevados, integrado en gran parte por reduc-
tos de las antiguas estructuras de Giraldo. En teoría, luego 
de un pago por valor de cinco millones dólares de ‘Los Me-
llizos’ a Giraldo, más de 400 hombres de Giraldo terminaron 
incorporados en las filas de Los Nevados26. Otras versiones 
en terreno cuentan que los ‘Mellizos’ también habrían hecho 
una negociación de iguales o mayores proporciones con ‘Jor-
ge 40’ para apoderarse de los territorios que en Cesar, Mag-
dalena y La Guajira controlaba ese comandante paramilitar.

Sin embargo, tras la captura de Miguel Ángel Mejía Múne-
ra en abril de 2008 (posteriormente extraditado) y la muerte 
de su hermano Víctor Manuel en mayo de 2008 en el Bajo 
Cauca antioqueño, la estructura de los Mejía Múnera se des-
manteló y muchos de sus miembros fueron reclutados por las 
estructuras de Los Paisas. A mediados de 2009, Los Urabe-
ños se incorporaron a la ecuación del conflicto en esa parte 
del país y se afianzaron territorialmente gracias igualmente a 
antiguos miembros de Los Nevados. 

Con posterioridad a la salida de ‘Jorge 40’ de la zona, Ar-
nulfo Sánchez González alias ‘Pablo’ se convirtió en uno de los 
hombres más poderosos en el departamento de La Guajira. En 
un tiempo relativamente corto se hizo al control del tráfico de 

26 De hecho, y según reportan algunas autoridades y personas de la región,  Hernán Giraldo Gamboa, alias ‘Rambo’, hijo de Hernán Giraldo, trabajó para los Ne-
vados usando la red de inteligencia que había construido el antiguo Frente Resistencia Tayrona.
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drogas, de la extorsión y de la venta de combustible en esos 
territorios. La estructura armada bajo su mando adquirió varias 
denominaciones, entre ellos, ‘Águilas Negras’, ‘Autodefensas 
Gaitanistas de Colombia’ o incluso como sus antecesores, 
‘Frente Contrainsurgencia Wayuu’. Desde la perspectiva de las 
autoridades, en especial de la Policía Nacional, el grupo pasó 
a ser reconocido como ‘Bacrim de la Alta Guajira’27. En los úl-
timos años, el grupo de ‘Pablo’ se alió con los Urabeños para 
controlar las rutas del narcotráfico en la Media y Alta Guajira 
y replegar territorialmente la avanzada de Los Paisas hasta 
cuando ‘Pablo’ fue capturado en noviembre de 201028. 

3.1.1. Naturaleza y presencia de las BACRIM 
En la actualidad, cinco bandas criminales hacen presen-

cia en los departamentos de La Guajira, Cesar y Magdalena a 
saber: Rastrojos, Urabeños, Paisas, Bacrim de la Alta Guajira 
y Águilas Negras. En esencia, y dada su naturaleza, son orga-
nizaciones que operan en dos niveles. Por un lado se encuen-
tra la cúpula, encargada de operaciones de “alto nivel” como 
los envíos de coca29. En un segundo nivel, se encuentra la 
base de la organización, compuesta por delincuencia común 
con bajo nivel de organización y entrenamiento, encargada 
de tareas específicas como controlar zonas de cultivos ilícitos 
y actividades rutinarias para la organización como el micro-
tráfico y la micro-extorsión. 

En el caso de la zona estratégica, y de acuerdo con el tra-
bajo de campo realizado, las BACRIM poseen una red de in-
teligencia compuesta por moto-taxistas y jornaleros así como 
por algunos miembros de las comunidades indígenas que ha-
bitan en la región. En contraste con los grupos paramilitares 
que los precedieron, estas organizaciones tienen una capaci-
dad de fuego limitada a armas cortas, evitando así cualquier 
tipo de roce con la fuerza pública. Por ahora, estos grupos 
mantienen en muchas zonas un perfil bajo y no son todavía 
muy evidentes sus formas de control social y político sobre los 
territorios en los que hacen presencia. 

Algunos delincuentes comunes han intentado revestirse 
con los nombres de estas bandas criminales para atemori-
zar y lograr mayor efectividad en sus acciones delictivas. No 
obstante, para hablar con precisión de la dinámica de las BA-
CRIM, la realidad en terreno demuestra que mientras en La 
Guajira se consolidan territorialmente organizaciones como 

Los Urabeños, a través de medios de comunicación y auto-
ridades regionales y locales se sabe de misiones agresivas 
de avance/control de Los Rastrojos en ciudades como Santa 
Marta, Riohacha y algunas zonas del sur de Cesar. 

Fuentes locales se refieren también a misiones similares 
adelantadas por el Ejército Revolucionario Popular Antisub-
versivo de Colombia (ERPAC) en el Cesar, grupo conformado 
por ex paramilitares y comandado hasta diciembre de 2010 
por Pedro Oliverio Guerrero alias ‘Cuchillo’. Al parecer se tra-
taría de una nueva estrategia desplegada por la organización 
para asegurar rutas de salida de droga por el Caribe colom-
biano, en adición a aquellas que ya tienen establecidas por el 
sureste colombiano a través de Venezuela. 

3.1.2. Las BACRIM una a una: distribución espacial y lógicas 
de acción 

En efecto, en la península existen dos bandas criminales 
consolidadas: Los Urabeños con presencia en Magdalena, 
Cesar y La Guajira y la Bacrim de la Alta Guajira. Mientras 
la primera da visos de consolidarse a través de toda la costa 
Caribe, disputando territorios y rutas para el narcotráfico con 
otras organizaciones, la segunda opera en su territorio como 
intermediaria de otros carteles y organizaciones nacionales e 
internacionales dedicadas al narcotráfico. 

Dentro de esta ecuación dinámica se incorporan otras 
dos variables significativas: Los Rastrojos, quienes a través 
de incursiones, misiones de exploración y cooptación de re-
des de inteligencia y de base, pretenden asentarse progre-
sivamente en la zona estratégica y expandir el control que 
ya tienen asegurado en algunas zonas de Cesar. La segunda 
variable son Los Paisas, cuya táctica es mantener un bajo 
perfil para infiltrar lentamente las zonas controladas por otras 
organizaciones en departamentos como Magdalena y Cesar. 
Veamos en detalle algunas de las características exhibidas 
por estas organizaciones en el terreno.

Bacrim de la Alta Guajira (BAG)
Alineada bajo el comando de Arnulfo Sánchez alias ‘Pa-

blo’, antiguo ex militar y ex jefe del Frente Contrainsurgencia 
Wayúu del Bloque Norte de las AUC (capturado en noviembre 
de 2010), esta organización se construyó sobre las bases de 
las antiguas estructuras de las AUC y a través de alianzas 

27 Las verdades del conflicto en La Guajira. Especial Multimedia. Abril 2010. Disponible en el sitio Web:  http://www.verdadabierta.com/gran_especial/guajira/
home.html.

28 Informe Fundación Ideas para la Paz. La guerra entre Los Paisas y ‘Don Mario’ por el control de La Guajira. Marzo de 2009. Disponible en el sitio Web: http://
www.verdadabierta.com/rearmados/50-rearmados/941-iquien-controla-la-guajira.    

29 En el caso de Los Urabeños, se trata de ex paramilitares con entrenamiento militar.  
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con personajes claves en La Guajira como José María Barrios 
Ipuana, alias ‘Chema Bala’, indígena wayúu, comerciante y 
contrabandista de Bahía Portete.

Antes de su captura, ‘Pablo’ y 40 hombres más divididos 
en células de cinco hombres, con alta movilidad dentro de 
Riohacha y Maicao, controlaban en la Alta Guajira las rutas 
del narcotráfico con salida hacia Venezuela, apoyados regu-
larmente por familias Wayúu y árabes que contrabandean 
desde Panamá. Esta organización actualmente disputa con 
Los Urabeños algunas rutas hacia el Caribe (Aruba, Puerto 
Rico, Curazao y República Dominicana); en lugar de combates 
abiertos, acuden a la ejecución de homicidios selectivos como 
estrategia para desvertebrar las redes humanas y de inteli-
gencia de otras organizaciones. Como parte de sus activos, la 
organización cuenta con pistas aéreas desde donde salen los 
cargamentos de droga así como con algunas lanchas rápidas 
(go-fast boats) que se desplazan hacia Venezuela y a algunas 
islas centroamericanas; como estrategia de exportación, sue-
len camuflar la droga en cargamentos legales en el puerto de 
Santa Marta o abordan los barcos en alta mar. 

De acuerdo con información de terreno, la organización 
carece de acceso a cultivos de uso ilícito por lo que está limi-
tada a la fase del transporte de estupefacientes. En ese or-
den de ideas, cobra impuestos por los cargamentos de droga 
que pasan a través de la Alta Guajira, con una tarifa de 250 
mil pesos por kilo (en 2010), que se considera un precio re-
lativamente bajo si se lo compara con otros puntos de salida 
del país, en donde el kilo puede valer miles de dólares. De 
igual forma, al carecer de nexos directos con carteles mexi-
canos y centroamericanos, la antigua banda de ‘Pablo’ se 
consolida en el nivel local como una suerte de intermediario 
entre carteles nacionales e internacionales. 

Se dice que con posterioridad a la captura de ‘Pablo’, la 
organización mantiene sus conexiones con comunidades in-
dígenas en cuanto a asistencia y abastecimiento de provisio-
nes. Aunque ya se especula sobre una posible recomposición 
de su estructura de mando, que en teoría pasó a manos de 
alias ‘Cobra’, el nuevo escenario permite inferir la apertura de 
una ventana de oportunidad para que las redes de esta ban-
da sean cooptadas por organizaciones como Los Urabeños y 
Los Rastrojos. 

Urabeños
Como una de las organizaciones criminales de mayor pre-

sencia en la costa Caribe, Los Urabeños tienen su origen en 
el Bloque Elmer Cárdenas y Centauros de las AUC. Comanda-
dos hasta abril de 2009 por Daniel Rendón alias ‘Don Mario’, 
ahora los hermanos Juan y Darío Úsuga están a la cabeza de 
la organización. Tras un proceso de expansión agresiva por la 
costa Caribe, según información de campo, la organización 
está comandada por varias cabezas visibles al interior de la 
zona estratégica: en Magdalena es comandada por alias ‘Be-
lisario’ y cuenta con 120 hombres en las zonas urbanas del 
departamento y 90 más en área rural. En La Guajira el grupo 
es dirigido por Rodrigo Hoquendo Urrego alias ‘Rigo’, al frente 
de 25 hombres que operan en Riohacha y 35 más en zonas 
rurales del departamento, organizados en células de 5 a 6 
hombres armados con pistolas pequeñas. En cuanto al de-
partamento del Cesar, se sabe que el grupo armado coman-
dando por Eduardo Zúñiga alias ‘El Viejo’ ha sido debilitado 
en los últimos meses como consecuencia de varios golpes 
propinados por la fuerza pública y la captura de más de se-
senta de sus miembros. 

Este grupo es significativamente activo en cuanto al micro-
tráfico y la micro-extorsión se refiere. A nivel organizacional, 
son más sofisticados que las otras bandas ya que los nexos 

30 A los miembros de su red de inteligencia se les paga algo más de un millón de pesos.
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cúpula-base son más fuertes y comparativamente pagan me-
jores sueldos a sus colaboradores30. Con gran habilidad para 
penetrar a la fuerza pública, dominar centros de acopio y pun-
tos de control en la Sierra Nevada, Los Urabeños compiten 
pasivamente en La Guajira con la Bacrim de la Alta Guajira y 
con algunos reductos de milicianos del frente 59 de las FARC. 

A pesar de su gran avanzada sobre la costa Caribe y a lo 
largo del país, el poder de Los Urabeños no ha sido suficiente 
para romper el balance del conflicto y asegurar el dominio 
en toda la región. Esto se debe no sólo a la presencia de Los 
Rastrojos en la zona y a sus intentos por ampliar su área de 
influencia, sino también debido las disputas por las rutas del 
narcotráfico con Los Paisas en Santa Marta, con la organiza-
ción de la Alta Guajira en ese departamento y con Los Rastro-
jos y Los Paisas en el Cesar.

Rastrojos
Aunque es una de las BACRIM más poderosas en el su-

roccidente del país, hasta finales de 2010 fuentes de inteli-
gencia aseguraban que su presencia en departamentos de la 
costa Caribe era incipiente aunque en proceso de expansión. 
Los Rastrojos han arribado a la zona estratégica a través de 
coordinadores y organizadores que van construyendo/coop-
tando redes de inteligencia y hombres con el propósito de 
alimentar sus estructuras armadas. Simultáneamente, el 
grupo ha desplegado algunos operativos menores contra Los 
Urabeños con el propósito de disputarles algunos territorios 
de la costa Atlántica en los cuales ya se han asentado.

Información de campo señala que hay 25 personas de 
la organización encargadas de supervisar las operaciones de 
droga, manteniendo un bajo perfil y sin ningún tipo de redes 
de seguridad. Según este diagnóstico, la intención de Los 
Rastrojos de incursionar en La Guajira sigue encontrando 
dificultades considerando los pocos espacios libres dejados 
por Los Urabeños, en el sur de la Guajira, y por la Bacrim de 
la Alta Guajira en esa zona31. 

Sin embargo, algunos expertos consultados por la FIP 
aseguran que la estrategia de expansión de los Rastrojos en 
los últimos meses ha sido tan fuerte que, en el mediano pla-
zo, tienen posibilidades de llegar a cooptar gran parte de las 
redes ya asentadas en la zona como las de la Bacrim de la 
Alta Guajira. 

De ser factible esta hipótesis, se prevé en el corto pla-
zo una escalada de confrontaciones armadas entre bandas, 
principalmente entre Los Rastrojos y Los Urabeños. Sin duda, 

esto generaría un incremento en los índices de criminalidad 
de la zona, dada la capacidad organizativa y estratégica de 
ambas bandas en términos de narcotráfico, micro-tráfico y 
armamento.

Paisas
Sin una estructura armada consolidada pero con el ob-

jetivo claro de dedicarse exclusivamente al narcotráfico, los 
planes de la facción comandada por Maximiliano Bonilla alias 
‘Valenciano’ consisten en asentarse en el puerto de Cartage-
na para asegurar la salida de estupefacientes hacia el exte-
rior. 

Actualmente no existe evidencia de una guerra abierta 
entre Los Paisas y Los Urabeños en La Guajira. Es más, fuen-
tes de inteligencia aseguran que ‘Valenciano’ hizo un pago a 
Los Urabeños para acceder a sus rutas de tráfico de drogas. 
También se sabe que entre 2008 y 2009 la organización pac-
tó con ‘Pablo’ la repartición de algunas rutas, y recientemen-
te, estableció un acuerdo de no agresión con Los Urabeños, 
más allá que muchos de sus miembros han sido cooptados 
por la antigua organización de ‘Don Mario’. Las redes de esta 
banda se proyectan hasta Cesar, a municipios como El Co-
pey, Codazzi y Bosconia. Habitualmente, sus miembros sue-
len desplazarse desde Barranquilla, ciudad donde el grupo 
de ‘Valenciano’ está más organizado, hacia otras zonas de la 
costa Atlántica. 

Águilas Negras
Algunos organismos de seguridad registran actividades 

de esta banda en el municipio de Dibulla en La Guajira, mien-
tras que la Defensoría del Pueblo las ubica en Santa Marta. 
No obstante, se presume que en la mayoría de casos son 
bandas delincuenciales que usan el rótulo de la ‘franquicia’ 
para que sus actividades delictivas tengan mayor efectividad 
y causen mayor impacto en la población. 

3.1.3. Fuentes de ingreso y actividades delictivas recientes 
de las BACRIM

En cuanto al análisis de las actividades de las BACRIM en 
la zona estratégica, se distinguen un rasgo constante y otro 
mutable en comparación con los grupos paramilitares que los 
precedieron. El primero se refiere a la forma de financiación 
de estas bandas, que proviene en gran parte del tráfico y envío 
de grandes cargamentos de droga y que coincide con las es-
trategias implementadas por los otrora grupos paramilitares 

31 Las autoridades de La Guajira creen que hay un pequeño grupo delincuencial que usa el nombre de la franquicia para extorsionar, pero no están relacionados 
de ninguna manera con la estructura central de Los Rastrojos.
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para autofinanciarse. La variación de estas BACRIM respecto 
a grupos armados precedentes radica en pequeños cambios/
evoluciones en sus repertorios de violencia que se materiali-
zan, por ejemplo, en el uso de moto-taxistas para perpetrar 
homicidios selectivos, extorsiones y micro-tráfico de drogas. 

Narcotráfico y formas de financiación
De acuerdo con el último reporte de la Oficina de Nacio-

nes Unidas para la Droga y el Delito, (UNODC) sólo existen 
dos zonas de cultivo de coca dentro de la región: Santa Marta 
(Magdalena) y Dibulla (La Guajira)32. En general, los departa-
mentos de la zona estratégica son usados básicamente como 
corredores estratégicos y no como unidades de producción. 
Allí la droga se moviliza por tierra y por mar usando las viejas 
rutas del contrabando. El negocio consiste en monopolizar 
los puntos de salida de la droga con destino a Centroamérica, 
Venezuela y el Caribe33. 

A pesar de que el estudio de UNODC de 2009 ubicaba 
a La Guajira en el puesto 22 en la lista de departamentos 
de Colombia con mayor número de hectáreas cultivadas con 
coca, para el periodo 2007-2008, el área cultivada del de-
partamento aumentó en un 84%. En zonas como la Sierra 
Nevada, las áreas cultivadas son controladas actualmente 
por Los Urabeños, quienes heredaron estos territorios de sus 
predecesores Los Nevados. 

Respecto a rutas para el narcotráfico y destinos, en la 
zona estratégica existen dos puertos claves de embarque 
con destinos específicos cada uno. Los embarques que sa-
len desde Santa Marta tienen habitualmente como destino 
Europa, enrutados por ejemplo a Rotterdam a través de con-
tainers con cargamento de banano o pegadas debajo de los 
barcos; en 2010, la fuerza pública incautó un poco más de un 
tonelada y media de cocaína en este puerto. Sobre esta ruta 
hacia Europa, las autoridades locales coinciden en ubicar a 
Venezuela como el punto de tránsito usual para estos carga-
mentos, estimando en 2000 toneladas la cantidad de droga 
que pasa por el vecino país cada año. 

Un segundo puerto de embarque es Puerto Portete en la 
Alta Guajira, desde donde la organización de ‘Pablo’ envía 
sus cargamentos de droga con destino a Venezuela, el Caribe 
(Aruba, Curazao o Puerto Rico) y en menor medida (dado el 
grado de sofisticación requerida por estas operaciones) hacia 

Centroamérica. Las go-fast-boats se están utilizando única-
mente desde La Guajira; usualmente salen desde Dibulla ha-
cia los destinos anteriormente referidos. 

El aumento de las operaciones de interdicción de carga-
mentos hacia el exterior ha obligado a las BACRIM a buscar 
fuentes alternativas de ingresos. El micro-tráfico ha sido una 
de las estrategias de adaptación empleadas por estos gru-
pos, potenciada en sitios con alto flujo de turistas como Santa 
Marta, Taganga, El Rodadero y el Parque Tayrona. Allí se ven-
den al menudeo drogas como bazuco, cocaína y marihuana, 
reportando a las BACRIM tan sólo en departamentos como 
Magdalena (donde se han identificado más de 80 ollas) al-
rededor de 100 millones de pesos mensuales en utilidades. 

Cifras de criminalidad y repertorios de violencia
De acuerdo con estadísticas oficiales, la mayoría de ac-

ciones violentas perpetradas en ciudades como Santa Marta, 
Valledupar, Riohacha, Maicao, Ciénaga, Dibulla y Uribia han 
sido responsabilidad de las BACRIM. La presencia de estas 
bandas en estas ciudades explica más del 60% de los casos 
de homicidios, secuestros, extorsiones y desplazamientos 
que se ejecutan en esa parte del país. Municipios y puertos 
más pequeños como Nazareth en la Alta Guajira son, igual-
mente y con mayor razón, objeto de las acciones armadas de 
estos grupos que buscan en suma, aumentar su participación 
en la salida de drogas ilícitas vía costa Caribe desde distintos 
puntos geográficos. 

En 2010, los homicidios en la zona estratégica tuvieron 
un comportamiento cíclico: aumentaron entre enero y febrero 
en los centros urbanos para luego disminuir en los siguientes 
meses. Al final del año volvieron a incrementarse en ciudades 
como Dibulla, Maicao y Riohacha, cuyas tasas de homicidio 
son notoriamente superiores al promedio nacional. Para esta 
zona, es notorio el aumento de los asesinatos selectivos, al-
gunos de los cuales son cometidos por sicarios provenientes 
de otras regiones quienes con posterioridad al delito abando-
nan el área sin ser rastreados. A finales de 2010, en Cesar se 
reportaban 22 homicidios como consecuencia de la incursión 
de Los Paisas en la zona, mientras que en Santa Marta, de 
los 1.470 desmovilizados que habitan la ciudad, según re-
portes oficiales, 144 habían sido asesinados por actividades 
relacionadas con las BACRIM. 

32 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. “Colombia. Monitoreo de Cultivos de Coca 2009”. Censo de Cultivos de Coca, Sistema Integrado de 
Monitoreo de Cultivos Ilícitos (SIMCI).  Junio de 2010.  

33 Según cifras del SIMCI, sólo un 8% de los cultivadores de coca la procesan para vender pasta, lo que significa que el procesamiento de la hoja de coca en la 
región queda en manos de los compradores, ya sean las FARC o los Urabeños. Estas cifras indican que, de acuerdo al trabajo de campo de SIMCI y los estudios 
posteriores, la región tiene el potencial de producción de aproximadamente una tonelada de cocaína, o una tonelada de clorhidrato de cocaína. Esto representa 
un estimado de 0.2% del potencial de producción de todo el país.
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En los últimos años, el incremento de las acciones en perí-
metros urbanos por parte de las BACRIM ha sido directamente 
proporcional a la aparición de nuevas ‘formas delincuencia-
les’. Por ejemplo, las autoridades locales han detectado des-
de tiempo atrás que las BACRIM han instrumentalizado el 
moto-taxismo con propósitos criminales, principalmente para 
la ejecución de asesinatos selectivos. En ciudades grandes, 
los moto-taxistas facilitan igualmente a las BACRIM servicios 
domiciliarios, transporte de encomiendas, venta de droga o 
sirven como fuente de inteligencia. Mientras el ingreso diario 
de un moto-taxista no supera los 30 mil pesos, fuentes en 
terreno revelan que las BACRIM ofrecen salarios mensuales 
que ascienden hasta el millón doscientos mil pesos34. 

Un segundo fenómeno aprovechado por las BACRIM para 
sus propósitos criminales es el de la figura de los prestamis-
tas. Se trata de personas que facilitan pequeñas cantidades 
de dinero con tasas de interés tan altas que conllevan a un 
endeudamiento inviable y por esa vía, terminan obligando a 
los deudores morosos a vincularse con las actividades delic-
tivas de las bandas, en especial con el micro-tráfico, como 
forma de contraprestación. 

En los últimos años, diversos delitos han presentado va-
riaciones respecto a su tendencia histórica. El desplazamien-
to forzado en la zona ha cambiado de agente generador pues 
las guerrillas, antiguos responsables de los grandes despla-
zamientos en la región, se replegaron tiempo atrás y en su 
lugar son las BACRIM quienes actualmente amenazan po-
blaciones en Dibulla y Riohacha en La Guajira, Valledupar en 
Cesar y Fundación en Magdalena (aunque no hay evidencia 
de desplazamiento inter-urbano). El secuestro ha disminuido 
en las zonas rurales también como consecuencia inmediata 
del repliegue de la guerrilla, aunque se han conocido casos 
recientes de secuestros ejecutados por las BACRIM.

La extorsión a las grandes compañías ha disminuido 
puesto que han mostrado mayor disposición a denunciar 
el delito; en contraste, las pequeñas y medianas empresas 
han pasado a ser objeto de la micro-extorsión: pequeños 
comerciantes, tenderos, vendedores informales y plazas de 

mercado han sido obligados a pagar cuotas diarias de aproxi-
madamente cinco mil pesos. Esta práctica es, en teoría, una 
forma menos riesgosa de obtener recursos y mucho más eco-
nómica para las BACRIM pues no requiere gran inversión en 
inteligencia y logística. 

Una estrategia reciente de intimidación de las BACRIM 
contra comunidades de la zona estratégica ha sido imple-
mentada a través de panfletos. En los últimos meses de 2010 
aparecieron algunos en Santa Marta, Maicao, Riohacha y Va-
lledupar firmados por las Autodefensas Unidas del Cesar, La 
Guajira y el Perijá. Según las autoridades, este nuevo grupo 
estaría conformado por desmovilizados con pretensiones de 
incursionar y establecerse en el sur de La Guajira vía Villanue-
va, Barrancas y Urumita. 

3.1.4 Las Bacrim y las ciudades de la zona estratégica
Desde la perspectiva geográfica, diferentes ciudades y 

municipios de la zona estratégica han despertado diferentes 
intereses en las BACRIM. Santa Marta es fuertemente apete-
cida por Los Urabeños por cuanto es un punto de acceso a los 
cultivos ilícitos de la Sierra Nevada y por tanto a la producción 
de base de coca, así como a las rutas de exportación que se 
ubican en el puerto de esa ciudad. A esto hay que añadir que 
su atractivo turístico la convierte en un espacio ideal para la 
demanda de drogas, prostitución y comercio, así como zona 
potencial para el despliegue de la extorsión. 

 Riohacha, por su parte, cuenta con altos niveles de des-
empleo y un número representativo de desmovilizados, esce-
nario teóricamente favorable a los propósitos delictivos de las 
BACRIM (su tasa alta de homicidios es posiblemente conse-
cuencia directa de la actividad de grupos armados como Los 
Urabeños). De igual forma, municipios como Maicao y Dibulla 
ostentan actualmente un alto valor estratégico para las BA-
CRIM por su proximidad a la zona de frontera con Venezuela 
y por su salida al mar respectivamente. Dibulla, por ser zona 
de cultivos ilícitos, se ha convertido en el centro de disputas 
entre Los Urabeños y Los Paisas35. Estas poblaciones han re-
cibido gran atención por parte de las autoridades debido a 

34 A nivel estructural, factores como la pobreza y el desplazamiento convierten a ciudades como Riohacha (con 240 mil habitantes de los cuales 40 mil son desem-
pleados) en caldo de cultivo para el reclutamiento de personas por partes de actores armados así como la reproducción de la violencia por acciones delincuen-
ciales. Las cifras sobre moto-taxismo demuestran la fragilidad de las condiciones de vida de la población y evidencian el posible vínculo entre desempleo y la 
ilegalidad: respecto de La Guajira y sus departamentos conexos, se habla de alrededor de 50 mil y cien mil moto-taxistas para un millón y medio de habitantes. 
19 mil de esos moto-taxistas son ilegales, una cifra bastante significativa y sintomática de una realidad cada vez más difícil.

35 A mediados del mes de agosto, 20 hombres uniformados, presuntos miembros de Los Paisas se presentaron en este corregimiento, buscando a un Urabeño 
para matarlo. Hubo enfrentamiento con la fuerza pública y 3 personas terminaron heridas. La mayoría de las fuentes consultadas por la FIP confirmaron que 
Dibulla actualmente es dominada por Los Urabeños, aunque la Defensoría del Pueblo afirmó que Los Rastrojos y Las Águilas Negras también han entrado al 
territorio. Las FARC también son activas en el terreno. En febrero, el Ejército capturó al comandante del frente 19, Alberto Villareal Yancé, alias ‘Emel’, en Dibulla. 
No existen reportes sobre disputas entre las BACRIMS y las guerrillas.  
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que presentan elevados índices de violencia, acrecentados 
por factores como la inestabilidad del comercio y el tráfico 
de armas. Otros municipios de La Guajira, como es el caso 
de Uribia, han sido víctimas de la intimidación a través de 
panfletos por parte de Los Rastrojos y Los Paisas. 

Por su parte, Valledupar se ha erigido como lugar de trán-
sito de las drogas que vienen desde el sur de Bolívar y los san-
tanderes hacia la costa Caribe. Por lo demás, su territorio ha 
sido testigo de altos niveles de connivencia entre bandas cri-
minales. En contraste, actualmente Aguachica es escenario 
de confrontación entre Los Urabeños y Los Rastrojos y foco 
de actividades criminales como la extorsión, el micro-tráfico y 
la disputa de tierras. 

En términos generales, y como hecho reciente, la captura 
de ‘Pablo’ en noviembre de 2010 abre varios interrogantes 
sobre el devenir del conflicto armado en la zona estratégi-
ca en cuanto a las BACRIM se refiere. Este evento sin duda 
puede ser asimilado como un nuevo punto de inflexión en la 
dinámica de confrontación de la zona estratégica: mientras 
un avance de Los Urabeños hacia el resto de La Guajira (para 
acceder a rutas de salida de droga hacia Centroamérica, Ve-
nezuela y el Caribe) parece ser el desenlace más obvio para 
este escenario, fuentes oficiales y de campo aseguran que 
en el mediano plazo es posible que se materialice un con-
frontación de grandes proporciones entre Los Urabeños y Los 
Rastrojos. Considerando la estrategia de expansión agresiva 
y la experiencia acumulada de Los Rastrojos para cooptar 
estructuras y redes armadas, de inteligencia y de base, no 
hay que perder de vista a este grupo armado como actor con 
potencial para incidir en la ecuación del conflicto armado en 
la zona estratégica en el futuro cercano. 

3.2 El debilitamiento de las FARC y el ELN
Desde la conformación en 1993 del Bloque Caribe, o 

Bloque Martín Caballero, las FARC han hecho presencia en 
la zona que va desde el César y Magdalena hasta el depar-
tamento de La Guajira. Históricamente, las FARC se hicieron 
sentir a través de los frentes 35, 37, 19, 59 y 41 a lo largo de 
estos tres departamentos. Los dos primeros frentes se ubica-
ron en los Montes de María en Bolívar y Sucre, mientras los 
frentes 19, 59 y 41 se ubicaron en un corredor que iba desde 
la Sierra Nevada hasta la Media Guajira. 

Así, el frente 19 José Prudencio Padilla, que contaba con 
unos 200 combatientes de tiempo completo a inicios de la 
década, se ubicó en inmediaciones de la Sierra, mientras el 
41 Cacique de Upar, también con 200 hombres se estableció 

a lo largo de la Serranía del Perijá. Finalmente, el frente 59 
Resistencia Guajira o Resistencia Wayúu con alrededor de 
150 hombres armados logró penetrar hasta la Baja y Media 
Guajira muy cerca de la frontera con Venezuela, y al mismo 
tiempo, dejaba operativo el Frente Urbano José Antequera en 
Barranquilla. Con un total de más o menos 1000 combatien-
tes, las FARC dominaron esta zona estratégica.

Por su parte, el ELN había logrado construir el poco des-
preciable Frente Norte36, y abrirse paso desde Magdalena 
hasta La Guajira a través de la presencia de un considerable 
número de combatientes. Si bien contaba con un pie de fuer-
za menor al de las FARC, logró disputarle gran parte de los 
territorios considerados como corredores estratégicos para 
los grupos a lo largo de Atlántico, Bolívar, César, Magdalena, 
Sucre y Guajira. Hacia 2002, se identificaban cinco cuadri-
llas -denominación del ELN a las unidades equivalentes a los 
frentes de las FARC- dentro de la zona estratégica. 

En el Magdalena operaban la cuadrilla Francisco Javier 
Castaño y la compañía Héroes de las Bananeras, con 80 y 40 
hombres respectivamente. Hacia César, el ELN constituyó las 
cuadrillas 6 de diciembre, con aproximadamente 60 comba-
tientes, la cuadrilla José Manuel Martínez Quiroz que contaba 
con 170 y una jurisdicción hacia el sur del departamento, y la 
compañía Guerreros de Chimila con 30 hombres. Finalmente, 
con un rango de acción que comprendía el departamento de 
La Guajira, en sus zonas media y baja, más exactamente en 
las zonas rurales de Riohacha, Dibulla y San Juan del Cesar, 
las cuadrillas Gustavo Palmesano Ojeda y Luciano Ariza rea-
lizaron presencia y acciones armadas con 35 y 130 hombres 
respectivamente.

La confluencia de estos dos grupos, sumado a las estruc-
turas paramilitares que penetraron a comienzos del 2000, 
provocaron un aumento en la intensidad de la confronta-
ción armada en la región. La entrada de los paramilitares se 
tradujo en una mayor presión para las guerrillas obligadas 
a resguardarse en lo alto de la Sierra Nevada y la Serranía 
del Perijá. Entretanto, la Política de Seguridad Democrática 
cerró los espacios de acción de FARC y ELN, obligándoles a 
moverse incluso al otro lado de la frontera, como se verá más 
adelante. 

En efecto, la ofensiva de la fuerza pública en los últimos 
cinco años hizo mella en la capacidad operativa y de control 
territorial de estas guerrillas. Desde mediados de 2000, se 
empezaron a notar algunos síntomas de su decadencia en la 
región. Las acciones armadas de las guerrillas comenzaron 
a disminuir significativamente, con la excepción de un pico 

36 Equivalente y comparable a un Bloque de las FARC. En este caso, el Bloque Caribe.
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entre 2005 y 2006. De acuerdo con el Observatorio del Pro-
grama Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Inter-
nacional Humanitario, en estos años, se pasó de cinco a 14 
acciones realizadas por estos grupos aparentemente como 
respuesta a los avances de la fuerza pública. Pero más allá 
de este incremento en las acciones armadas, el tipo de ac-
ciones realizadas desde entonces dejaron en evidencia a las 
FARC y sus problemas en cuanto a capacidad operativa.

La estrategia de FARC en la zona estratégica no difiere 
de aquella adoptada en el resto del país, ajustada en conso-
nancia con las directrices del Plan Renacer. Los hostigamien-
tos y emboscadas no han sido más de dos por año desde 
2000, llegando incluso a cero en años como 2008 y 201037. 
Para tratar de conservar los corredores intermedios y evitar 
la movilización permanente de la fuerza pública, la utilización 
de minas antipersona se convirtió en su mejor opción (Ver 
Capítulo III). 

Luego de la baja de ‘Martín Caballero’ en 2007, el Bloque 
Caribe terminó de fracturarse perdiendo el control de un co-
rredor estratégico para la salida de narcóticos y el desplaza-
miento de hombres y armas desde Córdoba hacia Magdalena 
y posteriormente hacia La Guajira. Al quedar diezmados los 
frentes 35, 37 y 19 a lo largo de la costa caribe colombia-
na, su influencia sobre las ciudades intermedias en esa zona 
quedó en entredicho. 

Con el propósito de no quedar aislados de sus estructuras 
urbanas y redes de milicianos en la costa, el Bloque Caribe, 
que actualmente está bajo la dirección de ‘Iván Márquez’, 
tiene como principal objetivo recuperar el corredor que va 
desde la Serranía del Perijá hasta la Sierra Nevada. Para este 
Bloque es indispensable retomar el control sobre la zona por 
dos razones. 

En primer lugar, la disminución de los cultivos de coca 
en la Sierra y la imposibilidad de sacar los cargamentos pro-
venientes de otras zonas hacia los puntos de “exportación” 
incidieron notablemente en sus planes de financiamiento, 
dejándoles poco margen de maniobra. Hay que recordar que 
‘Iván Márquez’ no sólo es el comandante del Bloque Caribe, 
sino que además, dirige el Frente Internacional, el cual ne-
cesita constantes ingresos para su funcionamiento. Ante el 
insuficiente flujo de caja para el sostenimiento de las dos es-
tructuras, las FARC han buscado nuevos nichos para recolec-
tar recursos. Su primera opción ha sido la extorsión aunque, 
sin la posibilidad de hacerlo en las ciudades, su menú de 

opciones se ha reducido a las zonas rurales en donde se ha 
detectado la presencia de un grupo de 10 a 15 combatientes 
en inmediaciones de Tamarazón y Matitas, cerca de Rioha-
cha. De hecho, se ha reportado la muerte de varias cabezas 
de ganado cuando los hacendados se han negado a pagar 
la suma exigida como “vacuna”, pero estos hechos no han 
llegado a constituirse en una amenaza prominente. 

En segundo lugar, está su interés en conservar los nive-
les operativos en las urbes del país. Por supuesto, hay una 
gran diferencia entre tener una estructura urbana operando 
en Cali, Bogotá o Medellín, a tenerla en Riohacha, Santa Mar-
ta o Dibulla. Sin embargo, para efectos de sus intenciones 
en La Guajira, las ciudades intermedias y pequeñas tienen el 
mismo valor estratégico que las ciudades principales en otros 
departamentos. En ese sentido, hay por lo menos dos explica-
ciones respecto a su afán de regresar lo más pronto posible 
a controlarlas y reconstruir las células urbanas que están dis-
minuidas. Por un lado, cualquier tipo de acción armada por 
parte de las FARC tiene un impacto político mucho mayor en 
las zonas urbanas que en las rurales, y magnifican la percep-
ción de las capacidades reales del grupo. Por eso, las redes 
de inteligencia y milicianos son clave en el planeamiento y en 
la logística. Pero sin comando y control sobre éstas no sólo 
se convierten en células durmientes sin objetivos tácticos y 
dirección, sino que corren el riesgo de ser absorbidas o ani-
quiladas por las estructuras de las BACRIM. 

Por otra parte, regresar a ser un actor importante en ciu-
dades como Santa Marta, Dibulla y Riohacha está ligado a 
una cuestión de supervivencia. Parece bastante evidente 
que en las zonas rurales, la extorsión por parte de las FARC 
no está funcionando, tanto por pérdida de credibilidad y per-
cepción de debilidad por parte de los habitantes como por 
la competencia con otros grupos más amenazantes. De este 
modo, en una zona donde la mayoría de actividades se con-
centra en las ciudades, mantener cierto control sobre las 
actividades comerciales y sobre el dinero que se mueve allí 
resulta altamente beneficioso, permitiendo, momentánea-
mente, soportar financieramente las estructuras rurales. 

Actualmente, según las estimaciones realizadas por el 
equipo de trabajo en el terreno, las FARC cuentan con alrede-
dor de un máximo de 30 combatientes de tiempo completo 
en La Guajira y algunas zonas del Magdalena, principalmente 
en las estribaciones de la Sierra Nevada38. Con un pie de fuer-
za tan poco significativo, intentar volver a controlar la zona es 

37 Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.
38 De acuerdo con fuentes consultadas recientemente por la FIP, actualmente (2011) se estima la presencia de 80 combatientes de las FARC en La Guajira lo que 

demuestra un esfuerzo importante por parte de este grupo de recuperar territorio perdido en este departamento.
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una cuesta arriba para las FARC. Requiere una planeación 
concienzuda con informaciones de inteligencia que sirvan 
para estimar un plan de retorno. Es por eso que las redes 
urbanas son esenciales. Y no es que las FARC no lo estén 
pensando. En mayo de 2010, las fuerzas de seguridad des-
cubrieron que las FARC habían activado un minúsculo grupo 
en Dibulla encargado de reconstruir las redes de inteligencia. 
Sin embargo, uno de los comandantes del frente 59, el más 
fuerte en la zona, fue dado de baja en ese mismo mes, con 
lo cual, a nivel urbano volvieron a un punto cero, sin direc-
ción, comando ni control. A nivel rural, se encuentran en un 
estado similar pues tienen la necesidad de hacer crecer sus 
estructuras y el dominio territorial, pero carecen de las herra-
mientas para ello. 

Según se pudo establecer en el trabajo de campo, entre 
mayo y junio del año pasado, los frentes 19, 41 y 59 inten-
taron realizar un avance desde la Serranía del Perijá hacia 
el norte del país, con resultados lamentables. Este intento 
infructuoso muestra la baja capacidad operacional actual. No 
solo necesitaron reunir tres frentes para intentar un avance 
táctico, sino que no lograron producir ninguna operación con 
algún impacto estratégico. En efecto, los pocos incidentes 
que se han registrado en la zona por parte de las FARC corres-
ponden a pequeños ataques que buscan distraer la atención 
de la fuerza pública en determinados lugares. Esto con el fin 
de lograr algunos pasos provisionales para labores logísticas. 
Un ejemplo de ello fue el ataque a una patrulla del Grupo 
de Caballería Mecanizada “D´Costa” el 4 de septiembre de 
2010, en cercanías a San Pedro, en el Cerro Palmarito del 
municipio de Barrancas, donde murió un soldado. Las FARC 
estarían moviendo provisiones para el comandante ‘Leonar-
do Guerra’ del frente 59, por lo que necesitaron abrir espa-
cios para asegurar el desplazamiento.

En el caso del ELN, la situación no es mejor que la de las 
FARC. Su pie de fuerza descendió de manera dramática pa-
sando de los 700 hombres que componían el Frente Norte a 
inicios de los noventa, a aproximadamente 60 combatientes 
en toda la zona. Gran parte de su extraordinaria reducción 
se explica por la fuerte entrada de los grupos paramilitares 
hacia el año 2000, la puesta en marcha de la Política de Se-
guridad Democrática desde 2003 y en menor medida, por 
ataques de las FARC en la zona. 

Esta situación dejó a la organización como un actor con 
muy poco peso en las dinámicas del conflicto en La Guaji-
ra en los últimos años. Con escasas opciones sobre la mesa 
para continuar disputando el control territorial, su repliegue 
se fue direccionado hacia el sur del departamento de Cesar, 
más exactamente en el sur de la Serranía del Perijá, en inme-
diaciones del municipio de Curumaní, una zona cómoda por 

su cercanía con el Catatumbo en Norte de Santander, actual 
bastión del grupo. 

ZONA ESTRATÉGICA

FARC ELN

Frente 59 
“Resistencia Guajira”

Cuadrilla
José Manuel Martínez Quiroz

Cuadrilla
Luciano Ariza

Frente 19 
“José Prudencio Pradilla”
Frente 41 
“Cacique Upar”

Al igual que las FARC, el objetivo estratégico del ELN es 
volver a recuperar su presencia en varias zonas del país. Me-
ses atrás, las fuerzas de seguridad encontraron algunas ar-
mas pertenecientes al ELN, pero ninguna resultó ser nueva. 
El tipo de armamento encontrado a estos grupos en zonas 
consideradas estratégicas para ellos, son un indicador de su 
esfuerzo por introducirse o recuperarla. A diferencia de otras 
partes del país como Arauca, Antioquia, Cauca, Chocó o Norte 
de Santander, no es el caso de la zona estratégica, pues no 
hay evidencia que exponga una ambición del grupo por esta 
área de la costa caribe colombiana. A diferencia de las FARC, 
las estructuras del ELN que hacían presencia no están par-
ticularmente desesperadas por introducirse de nuevo en la 
zona como un jugador más.

Habría que considerar dos variables que frenan al ELN 
para intentar siquiera acercarse a la zona. Por un lado, la 
fuerte presencia de BACRIM en el Magdalena, el Cesar y La 
Guajira, disuade al grupo de entrar a disputar una guerra casi 
perdida por cuenta de las capacidades operacionales de los 
demás actores armados. Por el otro, hay un competidor igual 
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de fuerte, para unos recursos demasiado escasos. Las FARC 
están tratando de sacar algo de los espacios que dejan las 
BACRIM. La opción menos arriesgada para el ELN está en las 
alianzas con las FARC. De hecho, hay informaciones sobre un 
trabajo mancomunado en la zona entre algunas estructuras 
de los “elenos” y las FARC en referencia a un par de casos ais-
lados, donde las primeras se han acoplado completamente a 
la estructura fariana. 

No obstante, este escenario se dibuja poco probable e 
indeseable para el ELN por dos motivos. El primero tiene que 
ver con la volatilidad de los acuerdos que han hecho estas 
dos organizaciones en el pasado, y que han terminado abrup-
tamente de manera unilateral por alguno de los dos bandos. 
Aunque el argumento para que se hayan roto los acuerdos 
en ocasiones anteriores tenga que ver con que un par de es-
tructuras aisladas deciden dar por terminado el convenio por 
cuenta propia, esto es aún más factible en La Guajira donde 
hay indicios de pérdida de comando y control sobre las uni-
dades operativas tanto de FARC como del mismo ELN. Tácti-
camente hablando, operar en conjunto ayudaría a solventar 
parte del problema para ambos grupos en el sentido de recu-
perar la presencia de antaño en detrimento de las BACRIM. 
Pero lo cierto es que en términos estratégicos, un acuerdo 
de este tipo terminaría beneficiando más al primero que al 
segundo. Mientras las FARC todavía conservan algunas capa-
cidades y redes, el ELN parece haber perdido toda influencia 
sobre antiguas bases sociales. 

Contrario a las evidencias que se han mostrado sobre las 
dinámicas entre FARC y ELN, realizar el mismo ejercicio entre 
las guerrillas y las BACRIM resulta caminar a ciegas. Hasta 
el momento, el estudio de las relaciones entre las guerrillas, 
especialmente FARC, y las BACRIM en la zona estratégica no 
muestra mucho más allá de una suerte de tolerancia mutua 
temporal. Hasta ahora no se han presentado enfrentamien-
tos entre ambos bandos que revelen una disputa profunda 
por los puertos de salida de narcóticos o por las rutas hacia 
Venezuela. Por el contrario, lo que se puede apreciar es un 
dominio casi absoluto de las BACRIM sobre las guerrillas en 
términos de capacidades, lo que hace sumamente complica-
do los acercamientos con éstas pues no hay nada en particu-
lar que éstas últimas puedan ofrecer. 

La Guajira se ha convertido básicamente en una zona de 
salida de narcóticos donde quienes mandan son las BACRIM. 
En ese sentido, actúan bajo una lógica económica y criminal, 
y tienen todas las condiciones dadas para ello: baja presen-
cia institucional sobre todo en el norte, corredores estratégi-
cos, puertos naturales a todo lo largo de la costa y poder de 
fuego para enfrentar a otros grupos y a la fuerza pública. De 
momento, las FARC se han conformado (sin mucha opción) 

con algunas acciones de depredación gracias a ventanas de 
oportunidad surgidas en un tiempo y lugar específicos. Así, la 
posibilidad de extorsionar en algunas zonas rurales es el pro-
ducto de espacios dejados por las BACRIM deliberadamente 
y no como consecuencia de algún tipo de acuerdo. 

Bien saben las BACRIM que entre menos competen-
cia exista, más recursos podrán acaparar. De este modo, 
aunque por ahora las FARC o el ELN no representan una 
amenaza a su influencia, las guerrillas tienen un gran poder 
de adaptación a situaciones adversas; ambos grupos han 
mostrado señales de mutación táctica y estratégica. A nivel 
táctico, las FARC especialmente, han modificado sus estruc-
turas para desarrollar mecanismos de extracción de recur-
sos financieros, evitando en lo posible los enfrentamientos 
directos, tanto con el Estado como con las BACRIM. A nivel 
estratégico están tratando de fortalecer sus estructuras 
armadas apoyándose en la utilización de ciertos espacios 
de la geografía guajira como santuarios. No es descartable 
entonces, que en un futuro, las FARC intentaran alguna ac-
ción ofensiva para recuperar el control económico, social y 
territorial en La Guajira. 

3.3 El factor “Venezuela” 
Desafortunadamente para lo que consideramos como 

zona estratégica, y especialmente para el departamento de 
La Guajira, su ubicación en la frontera con Venezuela la torna 
en un espacio sumamente apetecido. Para los grupos arma-
dos que hemos venido analizando, Venezuela tiene un rol pre-
ponderante en las dinámicas del conflicto. 

Para empezar, la extensa y porosa frontera que compar-
ten Colombia y Venezuela permitió establecer un puente que 
sobrepasó el ámbito del comercio legal. Amén del contraban-
do histórico de electrodomésticos y otros productos, se con-
virtió en una ruta de tráfico de drogas a ser exportadas hacia 
Europa. 

Al norte del departamento, los narcos han utilizado tanto 
los puertos naturales del occidente como las salidas hacia 
Maracaibo como puntos de salida. Más al sur, las FARC logra-
ron establecer un corredor desde la Sierra Nevada pasando 
por la Serranía del Perijá, a través del cual desplazaron en 
su momento, armas y drogas. La llegada de los paramilita-
res evidenció la importancia del mismo en el sostenimiento 
financiero y logístico de las estructuras de La Guajira, Magda-
lena y Cesar. Actualmente, han sido las BACRIM quienes han 
aprovechado el repliegue guerrillero y se han apoderado de 
las rutas de tráfico por el Caribe, y han utilizado a Venezuela 
como nación tránsito de drogas para el viejo continente. (Ver: 
Fuentes de ingreso y actividades delictivas recientes de las 
BACRIM).
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En segundo lugar, hasta finales de 2010, las débiles re-
laciones entre Bogotá y Caracas dieron pie para la utiliza-
ción del territorio venezolano como retaguardia y santuario 
estratégico de los grupos armados. La aparente connivencia 
del gobierno vecino con las guerrillas les permitió ejercer un 
cierto grado de control territorial y social a lo largo de la fron-
tera; utilizarla como escape a las ofensivas estatales y como 
espacio de impunidad, siendo así, aprovechada política y mi-
litarmente por estas organizaciones.

Es de público conocimiento que las FARC instalaron cam-
pamentos permanentes del lado venezolano para evitar los 
ataques de la fuerza pública en el contexto de la retoma de 
territorios ocupados por esta guerrilla, y entrenar nuevos 
hombres de cara a un pronto regreso a la zona. Incluso, era 
un secreto a voces que Caracas albergaba a miembros del 
Secretariado, y que ‘Iván Márquez’ había logrado abrir “ofi-
cinas” de las FARC para coordinar el Frente Internacional y 
redoblar los esfuerzos en este campo. 

Hay que recordar que las FARC habían apostado a dos 
estrategias. Por una parte, a la creación de una serie de 
alianzas con algunos gobiernos de la región con los cuales 
guardaba cierta afinidad ideológica y política. De esta forma 
habían logrado construir vínculos con algunos personajes del 
régimen venezolano, por ejemplo39. Y por otra, a desarrollar 
una red latinoamericana con grupos muy próximos ideológi-
camente. Esta red se materializó en la llamada Coordinadora 
Continental Bolivariana40. Con esto en mente, existía la posi-
bilidad de influenciar con apoyo del gobierno venezolano, una 
región como La Guajira, cuya soberanía ha sido reclamada 
por el gobierno Chávez41. 

Por su lado, el ELN no se quedó atrás en el aprovecha-
miento de los espacios fronterizos. Las informaciones indican 
que una parte de sus unidades replegadas se dirigió al país 
vecino por el lado de Norte de Santander, aunque con menor 
intensidad en el aprovechamiento de este santuario, a dife-
rencia de las FARC.

Actualmente, el escenario en la frontera por el lado de 
Venezuela ha cambiado por cuenta del reestablecimiento de 
las relaciones diplomáticas entre los dos gobiernos. El presi-

dente Chávez se ha comprometido con su par colombiano a 
realizar un mejor control de la frontera y de los pasos ilegales. 
Hacia octubre de 2010, el gobierno venezolano anunció un 
refuerzo de la vigilancia y de la intensificación de los patrulla-
jes con 15.000 efectivos militares para combatir el narcotrá-
fico, los secuestros extorsivos y el contrabando42. Por el lado 
colombiano se anunció la instalación de un nuevo batallón 
compuesto por 2000 hombres, con el mismo propósito43. 

Si bien esto se puede traducir en una mayor presión para 
las guerrillas al otro costado de la línea fronteriza, han logra-
do conservar, en todo caso, cierto margen de maniobra al 
mantener un bajo perfil para evitar “calentar” la zona. Esta 
situación no tiene muchos visos de cambiar en el corto plazo. 
A pesar de los compromisos políticos, el Movimiento Boliva-
riano en Venezuela sigue siendo un factor que incide en la 
percepción positiva de la insurgencia colombiana. Aunque se 
nota un cambio en la retórica del presidente Chávez y sus 
ministros con respecto al tema FARC, parecen no ser muchos 
los venezolanos que ven con malos ojos a la guerrilla. Aún así, 
hay informaciones que apuntan a que las “oficinas” farianas 
en Caracas fueron cerradas.

A pesar de la burbuja de oxígeno que han logrado conser-
var en el país vecino, el Bloque Caribe de las FARC comanda-
do por ‘Iván Márquez’, carece del presupuesto necesario para 
operar de manera sostenida y con intenciones ofensivas. 
Como se ha indicado, el Frente Internacional también está 
empezando a sentir los cortes financieros de la organización, 
sacando a flote problemas logísticos. Este frente había sido 
utilizado históricamente para operaciones de consecución de 
armas y fondos.

Es por esta razón que han replicado sus actividades de-
lictivas, como el secuestro extorsivo y la extorsión a los co-
merciantes y ganaderos en Venezuela. Los frentes 59, 19 y 
41 han iniciado una fase de adaptación a las circunstancias. 
Han encontrado un modo de sobrevivir a través de la explota-
ción de una nueva veta de dinero en Venezuela. Sin embargo, 
esto supone una apuesta arriesgada, e incluso desespera-
da, en aras de llegar de nuevo a un punto de equilibrio eco-
nómico, mantener el flujo de caja y extender la vida de sus 

39 El Montesinos de Chávez. Revista Semana. 2 de febrero de 2008. Disponible en el sitio Web: www.semana.com/wf_InfoArticulo.aspx?idArt=109223. 
40 Para una mirada detallada sobre el papel de la Coordinadora Continental Bolivariana en la estrategia de las FARC, Ver: La franquicia de las FARC. Revista Sema-

na.15 de marzo de 2008. Disponible en el sitio Web: www.semana.com/wf_InfoArticulo.aspx?idArt=110204.
41 Chávez amenaza con reclamar la soberanía sobre la Guajira. Caracol Radio.14 de mayo de  2008. Disponible en el sitio Web: www.caracol.com.co/nota.

aspx?id=596266.
42 Venezuela reforzará la frontera con Colombia con 15.000 militares. El Tiempo. 2 de noviembre de 2010. Disponible en el sitio Web: www.eltiempo.com/politica/

ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-8261982.html.
43 Colombia instalará nuevo batallón en frontera con Venezuela. El Espectador. 9 de octubre de 2010. Disponible en el sitio Web: www.elespectador.com/noticias/

judicial/articulo-228872-colombia-instalara-nuevo-batallon-frontera-venezuela.
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estructuras. La tolerancia que puede existir hacia las FARC 
en Venezuela está atada a la percepción de una guerrilla cer-
cana ideológicamente a los cánones chavistas, pero cuyas 
acciones militares y delictivas afectan a Colombia. De este 
modo, es de esperarse que a medida que el grupo aumente 
su presencia y actividad delictiva en el país vecino, los niveles 
de aquiescencia disminuyan, y por ende, se le cierren espa-
cios políticos y sociales.

3.4 La respuesta de la fuerza pública: despliegue, 
misiones y dificultades

Para el estado colombiano mantener el control sobre la 
zona en cuestión ha sido todo un desafío por la proliferación 
de estructuras pertenecientes principalmente a las BACRIM 
asociadas al narcotráfico, y por supuesto, en menor medida 
las FARC y el ELN. 

En lo concerniente al primer grupo, los mayores proble-
mas están concentrados en las poblaciones que rodean la 
Sierra Nevada. Al oeste, Santa Marta, Fundación, Aracataca, 
Ciénaga en el Magdalena y Dibulla en La Guajira. Al este, en 
cercanías con la frontera venezolana, están Maicao, Uribia, 
Albania y Barrancas en La Guajira, y Codazzi en Cesar, que 
presentan los índices de homicidios más altos de la zona. Es 
ahí donde las BACRIM han dado señales de tener mayor pre-
sencia y actividad, en especial, Los Urabeños, cuya base ha 
sido ubicada al interior de la Sierra, teniendo una importante 
presencia en el norte del Cesar. La Bacrim de la Alta Guajira 
domina naturalmente la zona del mismo nombre en el depar-
tamento. 

A nivel nacional, por una cuestión de capacidades, doctri-
na y poder de fuego, el Ejército se ha encargado del combate 
a la insurgencia, mientras que la Policía ha venido realizando 
tareas de antinarcóticos, y actualmente, de combate a las 
Bandas Criminales. En la zona estratégica se conserva el 
mismo patrón de distribución de responsabilidades. La tarea 
del combate a las BACRIM le ha sido encomendada a la Poli-
cía Nacional que ha intentado implementar estrategias para 
frenar la ola de violencia en las ciudades, desarticular estas 
bandas, y detectar la salida de narcóticos desde el oeste y 
norte de la zona. 

Para ello, la Policía ha intentado optimizar y potencializar 
los recursos humanos, tecnológicos y logísticos que poseen 
las Policías Metropolitanas y los Departamentos de Policía, 
dividiendo el país geográficamente por regiones policiales. 
Así, los departamentos de La Guajira y Magdalena pertene-
cen a la jurisdicción de la Región de Policía No.8 con sede 
en Barranquilla, mientras Cesar pertenece a la Región de Po-
licía No.5 con sede en Cúcuta. Además de los recursos de 
las Regionales, la zona estratégica cuenta con una serie de 

unidades adicionales como los Escuadrones Móviles de Cara-
bineros (EMCAR), los Grupos de Acción Unificada por la Liber-
tad Personal, conocidos como GAULA, que actúan como una 
suerte de fuerzas especiales, y unidades de inteligencia y po-
licía judicial, distribuidos a lo largo de los tres departamentos. 

Si se observa específicamente el departamento de La 
Guajira, la Policía tiene un dispositivo que comprende una 
base antinarcóticos ubicada en Puerto Estrella desde donde 
monitorean las rutas de tráfico de narcóticos en el norte, prin-
cipalmente controladas por la Bacrim de la Alta Guajira. De 
igual forma, tiene un EMCAR desplegado con 31 hombres en 
Nazareth, también en la Alta Guajira, 20 policías regulares en 
Uribia, 9 en Castilletes y 4 en Puerto Bolívar. 

Por otra parte, a nivel militar, el Comando Conjunto No.1 
“Caribe” con sede en Santa Marta ha liderado la otra parte 
del esfuerzo en el combate a los grupos armados ilegales. Bá-
sicamente, está compuesto por la Primera Brigada de Infan-
tería de Marina y la Primera División de Ejército. Esta última 
tiene una jurisdicción de 74.851 km2, que incluye los depar-
tamentos de Atlántico, el sur de Bolívar, La Guajira, Cesar y 
Magdalena, donde tiene su puesto de mando. 

Adscritas a la Primera División, están la Segunda Brigada 
con sede en Barranquilla, y la Décima Brigada Blindada, con 
sede en Valledupar. Ambas tienen como misión principal el 
combate a los grupos insurgentes, y la protección de la infra-
estructura petrolera y energética de la región, clave para el 
desarrollo económico de la región. 

Sin duda, en los últimos 5 años, el Ejército ha logrado 
resultados operacionales de importancia estratégica en las 
zonas de la Sierra Nevada y la Serranía del Perijá, mediante 
la interrupción de los corredores de movilidad que van desde 
y hacia la Sierra, utilizados por las guerrillas. 

En esta tarea, la Décima Blindada ha sido indispensable. 
Con una jurisdicción de 40.000 km2 y 32 municipios, ha sido 
exitosa en lograr aislar las estructuras guerrilleras de la Sierra 
Nevada y la Serranía del Perijá, dejándolas incomunicadas y 
con los corredores logísticos parcialmente interrumpidos. Esto 
ha impedido que las FARC se fortalezcan, avancen hacia La 
Guajira, y disputen el control territorial a las actuales BACRIM. 
Las unidades militares presentes entre la Sierra y la Serranía 
han producido un poderoso efecto disolvente sobre las estruc-
turas de FARC en la región. La imposibilidad de comunicarse 
de manera fluida para coordinar avances estratégicos ha pa-
ralizado gran parte de la capacidad operativa del grupo. 

Por otra parte, la infraestructura y operación petrolera 
y energética de la zona estratégica es relativamente abun-
dante y al mismo tiempo vulnerable. Ésta cuenta con cuatro 
subestaciones de energía eléctrica en Mingueo, Polvorín en 
La Guajira, Valledupar y Bosconia en el Cesar. De igual forma, 
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se encuentra un oleoducto que va desde Barrancabermeja 
a Ballenas en La Guajira, y un gasoducto que parte de Balle-
nas hacia Venezuela. También, está ubicada una parte del 
oleoducto Caño Limón-Coveñas que recorre 110 kilómetros 
dentro de la zona, y las líneas férreas operadas por Cerrejón 
y Drummond, que atraviesan La Guajira, Cesar y Magdalena. 
Finalmente, hay una serie de proyectos en construcción que 
requieren especial protección como son el dique de la Ran-
chería en La Guajira, y en Manaure, un complejo industrial 
denominado La Planta de las Flores para producción de bio-
diesel. Esto sin contar que de ésta región sale el 80% de la 
producción de sal del país.

Ahora bien, al enfrentar las amenazas que se ciernen hoy 
por hoy sobre la región, la fuerza pública padece una serie de 
problemas y limitaciones. Al respecto hay que considerar va-
rias cuestiones. En primer lugar, el pie de fuerza de la policía 
resulta insuficiente para la extensión y amenazas de corte po-
licial que se están observando en La Guajira. La desarticula-
ción de las BACRIM requiere no solamente recursos técnicos 
y de inteligencia sino recursos humanos tanto en cantidad 
como en calidad. Las BACRIM están sobrepasando las capa-
cidades de las unidades de policía con lo que se está corrien-
do el riesgo de dejarles más espacio para operar. A diferencia 
de lo demostrado en otras partes del país, hay una brecha en 
lo relativo a los aspectos mencionados. La mejor muestra de 
ello radica en la captura de 106 miembros de estas bandas 
en los primeros ocho meses del 2010. La cifra es compara-
tivamente alta, pero los capturados son en su mayoría rasos 
de las organizaciones, fácilmente reemplazables. Llegar a los 
escaños más altos de la jerarquía requiere un mayor esfuer-
zo, y hasta ahora, han sido contados los arrestos que puedan 
golpear estratégicamente a estos grupos. 

En segundo lugar, entre los entrevistados por el equipo 
en campo, hay una opinión negativa recurrente acerca de 
los miembros de la Policía Nacional. Varios segmentos de la 
población la perciben como un cuerpo con miembros corrup-
tos o ineficientes44. En consecuencia, no sólo las cifras de 
denuncias de los crímenes son bajas, sino que aquellas en 
las que avanzan investigaciones reciben poca colaboración 
de los habitantes por miedo a represalias. Adicional a ello, 
debe soportar las fallas del sistema judicial. La imagen nega-
tiva que produce la puesta en libertad de criminales que han 
sido capturados pero que en razón de un tecnicismo jurídico 
salen libres, ha recaído sobre la Policía, bajo sospecha de 
complicidad. 

Esto podría estar calando también en los cuarteles mili-
tares. Las operaciones conjuntas entre Policía y Ejército han 
sido relegadas a un segundo plano, lo que podría ser un indi-
cador de la desconfianza mutua que podría existir, por cuenta 
de algunos miembros asociados a corrupción. Sin embargo, 
hay que decir que si bien esta es una posible explicación, 
también es cierto que el tamaño y capacidad de la amenaza 
permite que sea exclusivamente la Policía, quien de momento 
pueda manejarla. Por supuesto, es probable que en el media-
no plazo requiera el respaldo de unidades militares, aunque 
conserve el liderazgo del proceso de desarticulación de las 
BACRIM.

En contraste, el Ejército mantiene un mayor número de 
unidades a lo largo y ancho de la zona estratégica y tiene una 
capacidad operativa superior a la de la Policía. Al mantener 
un Comando Conjunto, los recursos humanos y logísticos son 
más abundantes pero no por ello ilimitados. Bajo el escenario 
actual, las fuerzas militares tienen igualmente retos y proble-
mas. Por un lado, la frontera venezolana, como se ha venido 
mencionando, es un punto de fuga crítico. Especialmente en 
cercanías del Lago Majayuna, a unos 20 kilómetros al suroes-
te de Maicao. 

La frontera con Venezuela se ha convertido en una prio-
ridad para el gobierno Santos y se ha diseñado un plan de 
desarrollo de telecomunicaciones para la región, y de amplia-
ción de la presencia militar a través de la construcción de una 
base militar en Nazareth, en la Alta Guajira. Esto supone dos 
ventajas. La primera se refiere a la posibilidad de aumentar el 
acercamiento con la población, con lo cual se puede obtener 
valiosa información de inteligencia. La segunda es una mayor 
cobertura de la zona. Sin embargo, la utilización de territorio 
venezolano como santuario por parte de las guerrillas impide 
que se logre planear y ejecutar operaciones demasiado cerca 
de la frontera, o que se puedan continuar persecuciones más 
allá de la línea fronteriza, como sucede con Perú, donde por 
medio de los mecanismos contemplados por la Comisión bi-
nacional de frontera, COMBIFRON, es posible realizarlas.

En términos generales, el funcionamiento y operatividad 
del Ejército es más eficiente. No obstante, al igual que la Po-
licía, el Ejército tiene su propia criptonita. Los denominados 
“falsos positivos” han minado la moral de la tropa lo que re-
percute en las operaciones ofensivas. Sobre el terreno, los 
soldados sienten que están indefensos jurídicamente y sin 
protección legal frente a determinados objetivos, por lo que 
están evitando al máximo trabar batalla con objetivos que se 

44 El equipo de trabajo conoció un panfleto en particular firmado por Los Rastrojos. En el mismo, se aludía con nombre propio a la relación existente entre miem-
bros de la Seccional de Policía Judicial (SIJIN) y la banda de Los Urabeños, presente en la zona.
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sabe son miembros de las guerrillas pero que están vestidos 
de civil. Las FARC están conscientes de ello, y han logrado 
sacar alguna ventaja. Cualquier operación en la que resulten 
bajas es ahora objeto de investigación judicial, y muchos ofi-
ciales prefieren no tomar la iniciativa ni adelantar operacio-
nes ofensivas para evitar algún enjuiciamiento.

Por último, la protección a la infraestructura y a nuevos 
proyectos en la zona demanda mayores esquemas de se-
guridad, que se traducen básicamente en más hombres. El 
esfuerzo que ha requerido esta tarea empieza a evidenciar 
señales de fatiga. Por lo que se pudo observar, el Ejército ha 
adoptado una actitud pasiva en algunas partes y se ha vuelto 
extremadamente predecible en las operaciones de registro 
y control de área. Una vez más, esto se transforma en una 
ventana de oportunidad para las guerrillas para realizar ata-
ques al oleoducto, gasoducto o torres de energía, con menos 
exposición y riesgo, pero con un impacto considerable al de-
sarrollo económico y energético.

En cualquier caso, lo cierto es que la violencia en la zona 
por cuenta de la presencia y proliferación de estructuras aso-
ciadas a las BACRIM, es un tema que está requiriendo cada 
vez más un manejo netamente policial. La presencia de las 
unidades militares es un reflejo tardío de lo que fuese la pre-
sencia y actividades armadas de la guerrilla, aunque demues-
tra la importancia estratégica de una zona fronteriza como 
esta, tanto en términos de seguridad interior como exterior. 

Sin embargo, salvo que se le quiera dar un tratamiento 
militar al problema de las BACRIM, bajo el panorama actual, 
es de esperar que el dispositivo policial comience a ampliarse 
para copar la zona y cerrar espacios a las bandas criminales. 
Por supuesto, esto no debe significar una disminución de las 
funciones y tareas del Ejército.

4. Consecuencias humanitarias del 
conflicto armado en La Guajira

Luego de explorar los intríngulis del accionar de aquellos 
actores armados presentes en la zona estratégica, principal-
mente BACRIM y FARC, el presente capítulo hace hincapié en 
el análisis de aquellas expresiones de violencia que más han 
afectado a la población civil de la zona durante los últimos 
diez años. Sin lugar a duda, masacres, homicidios selectivos, 
desplazamiento forzado interno y transfronterizo y recluta-
miento forzado, se han conjurado como las secuelas más 
visibles de la violencia para las comunidades de la región, 
generando una situación humanitaria crítica que aún no se 
visibiliza completamente.

4.1. Las masacres, el instrumento de consolidación 
del poder paramilitar 

La Guajira, que en los años 70 ya había padecido un ciclo 
de violencia a raíz de la bonanza marimbera45, a finales de los 
años 90 con la llegada del paramilitarismo, se vuelve víctima 
de un nuevo tipo de violencia que como consecuencia de la 
modificación de las estrategias de expansión y control social 
ejercidas por los grupos armados ilegales presentes, se mate-
rializó a través de la perpetración de masacres.

Según testimonios recogidos en La Guajira, Magdalena y 
Cesar por la FIP, a partir de 1998 las Autodefensas Campe-
sinas de Córdoba y Urabá (ACCU) comenzaron a realizar ope-
rativos sobre poblaciones específicas en municipios como 
Urumita, Villanueva y San Juan del Cesar con el propósito de 
conseguir control social y a la vez, desplazar a los frentes de 
las FARC y el ELN que operaban en la zona46. 

La expansión de los paramilitares fue rápida gracias al 
uso de la fuerza que no sólo se ejerció contra la guerrilla sino 
contra la población civil. Las consecuencias iniciales de dicha 
expansión se hicieron evidentes el 8 de diciembre de 1998 
con la masacre de Villanueva donde fueron asesinadas 12 
personas. A partir de este hecho, las masacres y los asesina-
tos selectivos comenzaron a ser utilizados con mayor frecuen-
cia por los grupos paramilitares. 

En 2002 con la consolidación del Frente Contrainsurgen-
cia Wayúu (FCW) del Bloque Norte de las AUC, el incremento 

45 Durante la época de la bonanza marimbera, se desencadenaron disputas entre grupos armados ilegales y bandas delincuenciales por el dominio de los 
puertos naturales. Igualmente, se generaron conflictos internos entre los “hombres fuertes” de la comunidad wayúu. Ver: COLOMBIA. Diagnóstico departa-
mental de La Guajira. Observatorio de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Presidencia de la República. Disponible en el sitio web:                                                                                                
http://www.derechoshumanos.gov.co/Observatorio/DiagnosticoEstadisticoDepto/dd/2003-2008/guajira.pdf .

46 Fundación Ideas para la Paz. Cómo se tomaron los paras la Guajira. Las verdades del conflicto en La Guajira. Especial Multimedia. Abril 2010. Disponible en el 
sitio Web: http://www.verdadabierta.com/gran_especial/guajira/home.html
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de la violencia paramilitar comenzó a visibilizarse con mayor 
amplitud en diferentes puntos geográficos de La Guajira. Con 
el objetivo de hacerse al control de zonas estratégicas como 
el puerto de Portete47, el FCW fue responsable de varias ac-
ciones violentas en la Alta Guajira, entre las más reconocidas, 
la masacre de Bahía Portete. 

4.1.1. Bahía Portete
La masacre de Bahía Portete, que se prolongó durante 

tres días entre el 18 y 20 de abril de 2004, es considera-
da por muchos como una masacre dirigida exclusivamente 
contra la población wayúu, razón por la cual ha marcado no 
sólo la memoria de esta etnia, sino la memoria nacional. Esta 
masacre evidenció la manera en la que los paramilitares se 
aprovecharon de los conflictos internos del pueblo indígena 
y los utilizaron para alcanzar sus propios intereses, específi-
camente el control del puerto. Estos hechos protagonizados 
activamente por el FCW y pasivamente por algunos wayúu de 
Portete, terminaron profundizando conflictos internos, conso-
lidando alianzas y creando un círculo vicioso de víctimas y 
victimarios dentro de la misma comunidad.

La confluencia de varios factores hace que este hecho no 
pueda entenderse a partir de una sola premisa. De acuerdo 
con información obtenida durante el trabajo de campo de la 
FIP, existen diferentes versiones sobre las verdaderas moti-
vaciones del FCW para cometer la masacre. Es importante 
precisar que dichas versiones necesariamente no son exclu-
yentes entre sí y en su conjunto aportan un panorama com-
pleto de las razones detrás de la masacre.

Contexto y hechos
Como se mencionó anteriormente, desde el 2002 el FCW 

comenzó a consolidarse en la Alta Guajira atraído por los am-
plios beneficios que brindaba el puerto de Portete ubicado 
en Bahía Portete en el extremo norte colombiano48. Tal como 
lo expone el Grupo de Memoria Histórica de la Comisión Na-
cional de Reparación y Reconciliación (CNRR), la ubicación 
estratégica del puerto desató una disputa entre clanes por 
el control y usufructo del mismo que, sumado a la tradición 
wayúu respecto al comercio y el contrabando, convirtieron a 
Portete en un lugar codiciado no sólo por la comunidad, sino 
por los recién asentados miembros del FCW.

Las disputas locales por el control del puerto se remontan 
a la década de los sesenta, época en la que Simón Barros Epie-
yu, conocido también como ‘Simón Bala’ controlaba el puerto 
en nombre de la comunidad de Portete. Sin embargo, con su 
muerte en 1984, su hijo José María Barros Ipuana mejor cono-
cido como ‘Chema Bala’, tomó el control, hecho que profundizó 
el conflicto histórico con la familia Fince Epinayú, quienes tam-
bién reclamaban el puerto como de su propiedad. 

Ante este contexto de conflicto entre castas por el usu-
fructo del puerto y el valor estratégico que representaba Ba-
hía Portete, se desencadenaron una serie de sucesos que 
sirvieron de detonantes para la masacre. 
1. El asesinato de Nicolás Barros Ballesteros, hermano de 

‘Chema Bala’ y Arturo Epinayú, sobrino de Nicolás, en el 
municipio de Uribia luego de denunciar la presencia de 
paramilitares en la zona.

2. El asesinato el 26 de abril de 2003 de Luis Eduardo Pa-
lomo Cotes y Wilson Antonio Barbosa, de la Policía Fiscal 
Aduanera (POLFA) a manos de miembros del FCW en la 
zona de Puerto Nuevo en el estadero de la familia Fince. 
Éste hecho significó el asesinato de otros miembros esa 
familia después de sus declaraciones ante las autorida-
des por los hechos ocurridos.

3. Días antes de la masacre, miembros de la comunidad 
wayúu realizan una supuesta emboscada a integrantes 
del FCW. En dicha emboscada, se dice que los wayúu ro-
baron un importante cargamento de cocaína a los parami-
litares para luego incinerarlos sin dejar rastro alguno de lo 
sucedido. 

4. José María Barros Ipuana alias ‘Chema Bala’, comercian-
te y contrabandista del puerto, aparentemente apoya la 
entrada del FCW a Portete. De acuerdo con algunas ver-
siones, ‘Chema Bala’ llevó a los paramilitares al puerto 
e instigó la masacre para dar fin a la disputa ancestral 
entre su familia y los Fince Epinayú. No obstante, en el 
trabajo de campo que la FIP realizó en la zona, no se pudo 
constatar la veracidad de esta versión.

Los paramilitares que llegaron a Portete, ya sea por deci-
sión propia o por sugerencias de los wayúu que militaban en 
sus filas, entendieron que un ataque sistemático contra las mu-
jeres wayúu, en el marco de una comunidad matriarcal como 

47 El principal puerto natural a donde históricamente ha llegado el contrabando, las armas. Así mismo, Portete ha sido uno de los lugares de salida de drogas más 
importante y ha financiado buena parte de los grupos armados y ejércitos privados de la región. 

47 Portete es un puerto natural de gran calado a su orilla y con una ubicación estratégica que hace difícil el control por parte de las autoridades lo que lo hace un 
sitio ideal para la entrada de cualquier clase de contrabando. Ver: Fundación Ideas para la Paz. Cómo se tomaron los paras la Guajira. Las verdades del conflicto 
en La Guajira. Especial Multimedia. Abril 2010. Disponible en el sitio Web: http://www.verdadabierta.com/gran_especial/guajira/home.html
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la wayúu, podría acabar cualquier intento de resistencia a su 
expansión y dominio49. La supuesta complicidad de la fuerza 
pública en el hecho, particularmente de algunos miembros del 
Batallón Cartagena, dejó en evidencia el grado de vulnerabili-
dad de la población para la época. Entre el 18 y el 20 de abril, 
fueron torturadas y asesinadas un total de cinco personas, en 
su mayoría mujeres y niños50. En esos días, viviendas fueron 
hechas cenizas, se destruyeron cementerios y un número aún 
sin determinar de desplazados se vieron obligados a huir hacia 
asentamientos vecinos, incluso hacia Venezuela. 

Las continuas amenazas por parte de los paramilitares 
con posterioridad a la masacre, dieron paso a que indígenas 
de diferentes clanes organizaran una resistencia armada para 
hacerles frente. Esto generó mayor riesgo para la población 
pues en efecto la respuesta inmediata fue el incremento de las 
acciones violentas. Esto se evidenció en ataques contra fami-
lias wayúu que vivían en las zonas de los puertos naturales51, 
particularmente las autoridades de las familias locales y sus 
parientes que se oponían al control de los paramilitares en la 
Alta Guajira.

4.1.2. Las masacres en La Guajira: una verdad que tardará 
en saberse 

Si bien la masacre de Bahía Portete suele ser la más visi-
ble y recurrente al hablar de La Guajira, no es la única que se 

cometió en el departamento. Según información de la Fiscalía, 
gracias a las declaraciones de ex paramilitares y las denuncias 
de las víctimas, se ha logrado consolidar información sobre 69 
masacres cometidas en La Guajira entre el 2000 y el 200652. 

Por su parte, el Observatorio del Programa Presidencial 
de DD.HH. y DIH registró entre 1993 y 2010 un total de 50 
masacres que dejaron un saldo de 243 víctimas directas. Al 
hacer una revisión rápida de las cifras que presenta la Vice-
presidencia, se puede observar un subregistro de los hechos 
y reconocidas masacres como la de Bahía Portete, no hacen 
parte de las estadísticas53. (Ver: Cuadros 1 y 2)

Este tipo de incongruencias son un indicio de la falta de 
claridad que existe en la adecuada medición de este tipo de 
violencia en la zona. De acuerdo con información recogida 
por la FIP en su trabajo de campo, dicha falta de claridad se 
debe a diversos factores. Por un lado, están las restricciones 
que se le impusieron a algunos medios de comunicación de 
la zona y por lo tanto a sus periodistas a la hora de cubrir este 
tipo de información a raíz de los efectos colaterales que la 
publicación de dichas noticias podría traer. Por lo tanto, estos 
hechos fueron narrados limitándose a notas de registro y sin 
ningún tipo de seguimiento. 

En segundo lugar, prácticas culturales propias de los 
wayúu que en muchas ocasiones no han permitido visibilizar 
ciertas acciones perpetradas por los grupos armados ilega-

49 Fundación Ideas para la Paz. Cómo se tomaron los paras la Guajira. Las verdades del conflicto en La Guajira. Especial Multimedia. Abril 2010. Disponible en el 
sitio Web: http://www.verdadabierta.com/gran_especial/guajira/home.html.

50 Los hechos que tuvieron lugar en abril de 2004 dejaron un saldo de 6 víctimas que fueron las personas que murieron ese día como producto de la incursión 
paramilitar. Sin embargo, el informe de la CNRR “Masacre de Bahía Portete: mujeres wayúu en la mira”, se refiere a un total de 12 víctimas pues incluye a 
personas que fueron asesinadas antes y después de la masacre y que están relacionadas con ella.

51 Informe de Riesgo del Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría No. 052/04 del 24 de junio de 2004.
52 Los paramilitares cometieron cerca de 500 masacres en cuatro departamentos de la Costa Atlántica. Caracol radio, 27 de octubre de 2009. Disponible en: 

www.caracol.com.co/nota.aspx?id=900830
53 En 2004 en el municipio de Uribia no registró ningún caso de masacre, hecho paradójico si se tiene en cuenta que la Masacre de Bahía Portete que fue objeto 

de estudio de la CNRR, ocurrió en abril de ese año.

CUADRO 1 CASOS MASACRES POR MUNICIPIO EN EL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA (1993-2010)
MUNICIPIO 1993 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2008 2010 Total
Barrancas 0 0 1 0 0 1 1 1 0 1 0 0 0 0 5
Dibulla 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 1 0 0 0 1
Fonseca 0 0 0 0 0 2 0 0 0 0 0 0 0 0 2
Hatonuevo 0 0 0 0 0 0 0 2 0 0 0 0 0 0 2
Maicao 1 0 2 2 2 0 1 0 2 2 0 0 1 1 14
Riohacha 4 1 1 0 1 2 1 3 1 0 0 2 1 0 17
San Juan del Cesar 0 0 0 0 0 2 1 0 1 0 0 0 1 0 5
Uribia 0 0 0 0 0 0 1 0 0 0 0 0 0 0 1
Villanueva 1 0 0 0 2 0 0 0 0 0 0 0 0 0 3
Total 6 1 4 2 5 7 5 6 4 3 1 2 3 1 50
Fuente. Policía Nacional. Datos procesados por el Observatorio del Programa Presidencial de DD.HH. y DIH, Vicepresidencia de la 
República. Datos actualizados a 31 de diciembre de 2010 
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les. Homicidios y masacres son comúnmente malinterpreta-
das como consecuencias de guerras entre clanes, guerras 
que están estrictamente reguladas por códigos culturales y 
han sido aprovechadas hábilmente por los actores armados 
en la región para promover su control sobre la población54. 

Un factor cultural adicional que afecta la medición del fe-
nómeno, es la tradición ancestral de enterrar en cementerios 
familiares en el menor tiempo posible los cuerpos de aquellos 
miembros de la comunidad que sufrieron muertes violentas y 
de esta forma evitar que sean examinados o manipulados por 
los arijunas55. Esta práctica cultural ha impedido en varias 
oportunidades que los hechos de violencia se incluyan en los 
registros oficiales56.

Estas razones, sumadas a un temor generalizado a denun-
ciar, ponen en evidencia que el impacto del conflicto armado 
sobre la población wayúu, e incluso sobre poblaciones de la 
zona estratégica, podría ser mayor al que se conoce hasta 
el momento, lo que implica un reto para las instituciones en 
lo que se refiere a verdad, justicia, reparación y garantías de 
no repetición para las víctimas. En la actualidad, esto último 
cobra especial relevancia en razón del peligro inminente de 
revictimización de estas comunidades por cuenta del reaco-
modamiento de actores armados en el departamento. De lo 
anterior, surge la necesidad de trabajar con las organizaciones 
indígenas de la zona que han documentado los hechos para 

así reconstruir aquellas “masacres invisibles” y lograr una me-
dición adecuada del impacto de este tipo de violencia. 

4.2. Homicidios selectivos: un nuevo capítulo de 
violencia en La Guajira

En contraste con el descenso sostenido de las tasas de 
homicidio a nivel nacional y departamental desde 2005 (pa-
sando de 42 homicidios por cada 100.000 habitantes ese 
año, a 34 homicidios por cada 100.000 habitantes en 2010 
a nivel nacional), a nivel municipal éstas han aumentado en 
los últimos años. En ciudades como Dibulla, Maicao y Rioha-
cha las tasas se han elevado notablemente desde 2009: por 
ejemplo, en Riohacha se pasó de una tasa de 29 homicidios 
por cada 100.000 habitantes ese año a 50 homicidios por 
cada 100.000 habitantes en 2010. Tal y como se mencionó 
en el Capítulo II, con el creciente afianzamiento de las BA-
CRIM, la dinámica de los homicidios selectivos se transformó, 
concentrándose actualmente en los centros urbanos más im-
portantes de La Guajira57. (Ver: Cuadro 3 y 4)

La Asociación Fuerza de Mujeres Wayúu (AFMW), organi-
zación que promueve la protección de los derechos de la po-
blación wayúu, confirma el aumento de casos que responden 
a este tipo de acción criminal. La AFMW reporta que estos 
asesinatos selectivos se han dado con mayor frecuencia en 
Riohacha, Uribia y Manaure, ciudades que tienen como factor 

54 Un ejemplo que podría ilustrar lo anterior son los hechos ocurridos el 28 de enero de 2001, en Hatonuevo donde 10 hombres y tres mujeres wayúu pertene-
cientes a las familias Epiayu y Uriana fueron asesinados a manos de un número indeterminado de hombres que dispararon indiscriminadamente sus armas 
largas contra los wayúu. Para la época de los hechos, los medios de comunicación informaron que este hecho violento era fruto de una guerra interétnica. Con 
posterioridad han circulado testimonios que mencionan que los hombres armados que irrumpieron en la reunión recibieron importante apoyo de las estructuras 
paramilitares que estaban iniciando su incursión en La Guajira. Ver: barros Uriana, Damaris. La memoria se construye, sin exclusiones, con todas las víctimas 
wayúu. Disponible en el sitio Web: http://alainet.org/active/34312&lang=es .

55 Arijuna, en dialecto wayúu, es el término que se utiliza para referirse al hombre blanco.
56 Ibíd., p.1
58 El asesinato del líder indígena wayúu, Luis Alfredo Socarrás, ilustra dicha modalidad de sicariato. El 27 de julio de 2010, el dos veces candidato a la alcaldía del 

municipio de Manaure fue asesinado en la puerto de su residencia por dos sicarios en Riohacha que tras cometer el hecho se dieron a la fuga en una motocicleta.

CUADRO 2 VÍCTIMAS MASACRES POR MUNICIPIO EN EL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA (1993-2010)
MUNICIPIO 1993 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2008 2010 Total
Barrancas 0 0 4 0 0 5 4 4 0 4 0 0 0 0 21
Dibulla 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 4 0 0 0 4
Fonseca 0 0 0 0 0 8 0 0 0 0 0 0 0 0 8
Hatonuevo 0 0 0 0 0 0 0 16 0 0 0 0 0 0 16
Maicao 8 0 9 8 9 0 4 0 8 8 0 0 6 4 64
Riohacha 19 5 6 0 4 9 4 16 4 0 0 13 4 0 84
San Juan del Cesar 0 0 0 0 0 8 5 0 4 0 0 0 4 0 21
Uribia 0 0 0 0 0 0 6 0 0 0 0 0 0 0 6
Villanueva 4 0 0 0 15 0 0 0 0 0 0 0 0 0 19
Total 6 1 4 2 5 7 5 6 4 3 1 2 3 1 50
Fuente. Policía Nacional. Datos procesados por el Observatorio del Programa Presidencial de DD.HH. y DIH, Vicepresidencia de la 
República. Datos actualizados a 31 de diciembre de 2010.
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CUADRO 3
TASAS DE HOMICIDIO POR MUNICIPIO EN EL 
DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA (1990-2010)

Fuente. Policía Nacional. Datos procesados por el Observatorio del 
Programa Presidencial de DD.HH. y DIH, Vicepresidencia de la Repú-
blica. Datos actualizados a 31 de diciembre de 2010.
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59 Entrevista a Juan Carlos Gamboa, analista regional del Sistema de Alertas Tempranas (SAT) para el Cesar y La Guajira. Realizada el 28 de enero de 2011.
60 Informe anual sobre Colombia de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. 24 de febrero de 2011.

CUADRO 4 HOMICIDIO POR MUNICIPIO EN EL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA (1990-2010)
MUNICIPIO 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 Total

Albania 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 3 6 2 6 2 4 7 9 39

Barrancas 10 19 17 29 23 8 18 10 17 20 17 25 11 26 17 17 15 13 9 5 7 333

Dibulla 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 16 15 27 24 17 22 12 18 151

Distracción 0 0 0 0 0 0 0 1 0 2 3 5 10 7 2 4 4 0 3 2 2 45

El Molino 6 10 8 17 9 6 5 4 8 7 3 1 4 3 2 3 3 1 0 11 0 111

Fonseca 8 10 12 23 19 9 12 13 15 31 29 12 17 15 27 16 21 21 20 11 19 360

Hatonuevo 2 7 6 12 8 6 10 8 9 7 11 12 12 1 15 1 0 1 1 6 3 138

La Jagua del Pilar 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 7 2 0 4 3 3 6 0 5 1 0 31

Maicao 21 22 19 28 18 11 38 33 26 78 97 115 122 139 125 95 76 70 62 65 81 1.341

Manaure 6 5 4 13 9 7 5 6 8 4 9 3 7 4 3 5 7 4 8 9 5 131

Riohacha 99 112 108 138 123 98 105 99 112 78 116 105 164 123 99 90 83 61 71 60 100 2.144

San Juan del Cesar 8 11 8 19 12 7 5 20 13 26 22 28 35 22 71 23 30 15 17 8 1 401

Uribia 8 10 12 20 15 11 8 5 14 6 9 4 11 9 14 10 4 3 1 11 3 188

Urumita 9 11 7 15 11 9 4 9 10 2 2 3 9 12 14 4 18 2 0 1 2 154

Villanueva 12 9 12 14 9 6 15 13 16 10 8 13 17 24 30 15 10 4 4 3 3 247

Total 189 226 213 328 256 178 225 221 248 271 333 328 419 408 443 315 307 214 227 212 253 5.814

Fuente. Policía Nacional. Datos procesados por el Observatorio del Programa Presidencial de DD.HH. y DIH,  Vicepresidencia de la República. 

Datos actualizados a 31 de diciembre de 2010.

común el uso del moto-taxismo con propósitos criminales58. 
No obstante y como se puede observar en el Cuadro 4, los 
casos documentados en Riohacha entre el 2007 y el 2010 
superan y marcan una amplia brecha respecto a los demás 
municipios.

Juan Carlos Gamboa, analista regional del SAT para el 
Cesar y La Guajira59, afirmó en entrevista con la FIP que los 
Informes de Riesgo que ha emitido la Defensoría del Pueblo 
en Dibulla, Maicao, Riohacha y Uribia, están directamente re-
lacionados con la grave situación de inseguridad promovida 
por cuenta de las BACRIM. De acuerdo con Gamboa, dicha 
situación, materializada en homicidios selectivos, ha sido 
consecuencia directa de la dinámica de confrontación entre 

Los Rastrojos y Los Urabeños. El aumento de esta forma de 
violencia en esas ciudades ha llevado a que el Ministerio del 
Interior y de Justicia eleve, en varias ocasiones, dichos infor-
mes a la categoría de Alertas Tempranas. 

Frente a este panorama, la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) manifestó su preocupación y recomendó al go-
bierno colombiano diseñar e implementar “una estrategia 
integral de protección a la población contra la violencia que 
ejercen estos grupos, y que incluya una respuesta más efecti-
va a los informes de riesgo del Sistema de Alertas Tempranas 
de la Defensoría del Pueblo”60 con el propósito de prevenir 
mayores violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario. 
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4.3. Desplazamiento Forzado: la violencia en su 
máxima expresión

Según la Agencia de Naciones Unidas para los Refugia-
dos (ACNUR) la situación humanitaria en Colombia es crítica 
ya que más de tres millones de personas están oficialmente 
desplazadas dentro del país. Esta es la segunda población 
de desplazados más grande del mundo después de Sudán61.

En Colombia, muchos de los factores que generan des-
plazamiento forzado están estrechamente relacionados con 
el conflicto armado interno; bajo esta dinámica, la pobla-
ción civil en riesgo crece a medida que actores armados 
legales e ilegales confluyen en los lugares que ocupan es-
tas comunidades. Según cifras de Acción Social, durante el 
2010 fueron expulsadas 95.043 personas de sus lugares 
de residencia de los cuales 89.195 fueron desplazamientos 
individuales. 

Para el caso específico de La Guajira, la presencia de es-
tructuras armadas en zonas rurales y urbanas, tal y como se 
describió en capítulos anteriores, favorece el involucramiento 
de las comunidades en el conflicto armado y las hace vulne-
rables al desplazamiento forzado. Inicialmente, las guerrillas 
FARC y ELN fueron las principales responsables del desplaza-
miento forzado en el departamento, especialmente en la Sie-
rra Nevada. Sin embargo, la incursión paramilitar en la región 
a finales de los noventa, llegó a sustituir a las guerrillas en 
cuanto a la generación de este delito. 

Dos hitos históricos ilustran la incidencia de los grupos 
armados frente al fenómeno del desplazamiento forzado 
en La Guajira. Un primer hecho fue el enfrentamiento entre 
Hernán Giraldo y Rodrigo Tovar Pupo, alias ‘Jorge 40’, por el 
control del territorio y las rutas del narcotráfico. Dicho en-
frentamiento provocó una crisis económica y social para la 
población civil de los departamentos de La Guajira, Cesar y 
Magdalena62. Según el portal Verdadabierta.com, a causa del 
enfrentamiento, unas catorce mil personas, en su mayoría 
campesinos de la parte alta de la Sierra Nevada de Santa 
Marta, fueron obligadas a desplazarse y permanecer en la 
troncal del Caribe durante meses, generando un paro vial de 
gran impacto para la economía regional63.

Un segundo hecho, que destaca la dinámica de expulsión 
en el departamento, lo constituye la ya mencionada masacre 
de Bahía Portete. Este hecho produjo el desplazamiento 
masivo de más de 800 personas64 del municipio de Uribia, 
quienes arribaron a los municipios de Maicao y Riohacha, y 
Maracaibo, en Venezuela. 

De manera consecuente con la penetración del paramili-
tarismo en La Guajira, en la actualidad, las BACRIM son las 
responsables de gran parte del desplazamiento forzado en 
el departamento, especialmente en algunas de sus zonas de 
consolidación como Dibulla y Riohacha. 

4.3.1. El desplazamiento forzado en La Guajira y sus 
responsables

De acuerdo con estadísticas de Acción Social, entre 2002 
y 2010, 62.194 personas fueron desplazadas forzosamente 
en el departamento de La Guajira siendo 2002, 2005 y 2007 
los años más críticos para la población. En el año 2010, 105 
personas registraron como autor de su desplazamiento a gru-
pos paramilitares precedentes mientras que 154 personas 
reportaron a las BACRIM. Igualmente, a los grupos guerrille-
ros se les atribuyeron 273 casos de desplazamiento forzado 
mientras que 266 personas no identificaron la naturaleza 
del responsable. Estas cifras evidencian al menos una incon-
gruencia de tipo nominal ya que se habla de paramilitares 
como un actor armado vigente y como un actual responsable 
de desplazamiento para el año 2010. Esto puede sugerir una 
incompatibilidad en cuanto a los criterios utilizados por las 
diferentes organizaciones estatales que tratan el tema del 
desplazamiento. Así mismo puede sugerir una falta de cono-
cimiento por parte de la población en cuento a quiénes son 
realmente los responsables de la violencia en su región o al 
menos de cómo denominarlos. 

En este escenario, aunque las cifras oficiales65 de despla-
zamiento en el departamento mantienen una tendencia a la 
baja (en el 2010 sólo se presentaron 834 casos de personas 
expulsadas en comparación a los 2.941 desplazados del año 
2009, y a los 3.995 del año 2008)66, la situación sigue siendo 
preocupante en municipios como Uribia, Dibulla, Riohacha y 

61 Directrices de elegibilidad de ACNUR para la evaluación de las necesidades de protección internacional de los solicitantes de asilo en Colombia. Mayo de 2010. 
Disponible en el sitio Web: http://www.acnur.org/t3/operaciones/situacion-colombia/

62 Este enfrentamiento se registró entre diciembre de 2001 y febrero de 2002. 
63 Campesinos de la Sierra Nevada fueron usados como escudos por paramilitares. 15 de marzo de 2010. Disponible en el sitio Web: www.verdadabierta.com/

justicia-y-paz/versiones/2288-campesinos-de-la-sierra-nevada-fueron-usados-como-escudo-por-paramilitares  
64 Situación del desplazamiento forzado en La Guajira. Observatorio Nacional de Desplazamiento Forzado. Octubre de 2010. 
65 Cifras monitoreadas por la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-ACCION SOCIAL. 
66 Datos del Rupd. Corte 31 de enero de 2011. Observatorio Nacional de Desplazamiento Forzado.  
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Maicao, en donde las BACRIM han encontrado un lugar de 
asentamiento. Según el Observatorio del Desplazamiento 
Forzado67, Riohacha, Dibulla, Maicao y Uribia son los munici-
pios que concentran entre el 65% y 84% de personas expul-
sadas en el departamento68. El desplazamiento en la mayoría 
de los casos es individual69, sin embargo, se han registrado 
igualmente un número considerable de desplazamientos for-
zados masivos, que demuestran el cruento impacto de la vio-
lencia sobre la población civil.

El municipio de Dibulla es un ejemplo muy revelador de 
la dinámica de expulsión de personas en La Guajira. Según 
cifras de Acción Social, entre el 2005 y el 2006 se dispa-
raron las cifras de desplazamiento forzado en el municipio, 
registrando 2.610 personas desplazadas en el 2005 y 5.111 
personas en el año siguiente, siendo este último registro, el 
número más alto de desplazados entre todos los municipios 
de La Guajira. Posteriormente, entre el 2007 y el 2010 se 
monitoreó el desplazamiento de 5.081 personas, una cifra 
que sigue siendo bastante amplia y que puede dar cuenta de 
la magnitud de la incidencia de las BACRIM que se disputan 
el control del municipio70.

Por su parte, Riohacha es una de las zonas más afectadas 
por la confluencia de diversos actores armados (Urabeños, 
Rastrojos, Bacrim de la Alta Guajira y frente 59 de las Farc) y 
en consecuencia figura con los índices de violencia más altos 
en todo el departamento. En esta ciudad hay 14,000 familias 
desplazadas que hacen parte de Acción Social, de las cuales 
7,000 están asentadas en el perímetro urbano de Riohacha. 
Son aproximadamente 39,556 personas en una ciudad de 
240,000 habitantes, es decir un 16% de la población. Aunque 
el Estado les brinda una asistencia inicial, no puede garanti-
zarles un empleo seguro: actualmente existen 40,000 perso-
nas buscando trabajo en la ciudad. 

En cuanto a Maicao, el 28 de julio de 2010, el Sistema 
de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo, emitió 
un informe, en el que se da cuenta del riesgo en el que se 
encuentra la población del municipio a raíz del accionar del 
frente 59 de las FARC. En este sentido, se destaca que la con-
frontación armada entre las FARC y la fuerza pública, sumado 
a las amenazas de reclutamiento, son los principales agentes 

de desplazamiento de personas que provienen de los corre-
gimientos de Carraipía, Majayura y Tomarrazón. No obstante, 
en el municipio además hacen presencia Los Urabeños, fac-
tor que se relaciona con los asesinatos selectivos que se han 
registrado en los últimos meses71. 

De igual forma, según informes del Sistema de Alertas 
Tempranas de la Defensoría del Pueblo72, la presencia del fren-
te 59 o Resistencia Wayúu de la FARC en las estribaciones de 
la Sierra Nevada de Santa Marta ha tenido un impacto pre-
ocupante en las comunidades que habitan la zona. Durante el 
2010 los enfrentamientos que se registraron entre estructuras 
de las FARC y tropas del Batallón Cartagena obligaron a las 
familias a desplazarse. A lo anterior, se suman las denuncias 
de un grupo de familias en situación de desplazamiento que 
fueron reubicadas en esta zona y están siendo objeto de inti-
midación y retenciones por parte del frente, lo que las obligó a 
movilizarse por temor a las acciones del grupo armado. 

Con el afianzamiento de las BACRIM en la zona y el pre-
tendido retorno de las FARC al departamento, la población 
se enfrenta a varias modalidades de violencia que contri-
buyen al desplazamiento individual y colectivo de las pobla-
ciones. En este sentido, el adoctrinamiento político, que en 
muchas oportunidades concluye con el reclutamiento de 
jóvenes y niños, y las extorsiones y el cobro de impuestos, 
representan un escenario de riesgo muy alto para la pobla-
ción civil, lo que alimenta progresivamente la expulsión de 
nativos de la zona.

Por ejemplo, tan sólo en el caso de FARC, las consecuen-
cias humanitarias de su accionar no han cesado en los dos 
últimos años. A mediados de diciembre de 2009, se dio un 
desplazamiento masivo en varias veredas del corregimiento 
de Santana, en Barrancas, ocasionado por tres combates que 
se dieron el 5, 6 y 16 de diciembre cerca a la frontera con Ve-
nezuela. La particularidad de la zona del Perijá radica en que 
en las partes altas la presencia permanente de comunidades 
campesinas es muy poca. La mayoría de los campesinos de 
esa zona suben temporalmente para la siembra y cosecha 
del café, y la población restante sobrevive en las cabeceras 
urbanas, lo que hace que ese desplazamiento forzado ‘gota a 
gota’ no sea visible73. 

67 Situación del desplazamiento forzado en La Guajira. Observatorio Nacional de desplazamiento forzado. Octubre de 2010.
68 Éste desplazamiento se monitoreó entre enero de 2005 y octubre de 2010.
69 Situación del desplazamiento forzado en La Guajira. Observatorio Nacional de desplazamiento forzado. Octubre de 2010.
70 Los Urabeños controlan el tráfico de droga en la Baja Guajira, especialmente en el corregimiento de Palomino donde hay un número creciente de cultivos ilícitos.   
71 Situación del desplazamiento forzado en La Guajira. Observatorio Nacional de Desplazamiento Forzado. Octubre de 2010.
72 Notas de seguimiento No. 023-10, 017-10 y  025-09. Al Informe de Riesgo No. 017-09-A.I. emitido el 9 de julio de 2009. Sistema de Alertas Tempranas de la 

Defensoría del Pueblo.
73 Entrevista de la FIP a Juan Carlos Gamboa, Analista Regional de SAT para La Guajira y el Cesar.
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En noviembre del 2010, Acción Social brindó atención 
a 303 familias de 11 veredas del municipio de Barrancas74. 
Este hecho se presentó después de que las FARC realizaran 
hostigamientos a los habitantes de las diferentes veredas de 
la zona, lo cual demuestra la emergencia humanitaria que 
vive la región. 

Actualmente según informes de la Defensoría del Pueblo 
y de Codhes, las comunidades víctimas de desplazamiento 
forzado, están siendo revictimizadas, en algunos casos como 
consecuencia del proceso de retorno y devolución de tierras. 
Incluso, desde el año 2007, se registran denuncias sobre las 
constantes amenazas a líderes de comunidades desplaza-
das75. Así mismo, la FIP comprobó en muchos casos recientes 
que la mayoría de personas se están desplazando desde las 
estribaciones de la Sierra Nevada de Santa Marta y desde las 
zonas rurales hacia los centros urbanos de municipios como 
Dibulla y Riohacha a raíz de la concentración del conflicto en 
las áreas rurales de estos municipios.

Como consecuencia de la confrontación armada y la falta 
de garantías institucionales para las comunidades vulnera-
bles del departamento de La Guajira, el desplazamiento for-
zado no sólo es fenómeno recurrente en la zona, si no que 
con el paso del tiempo y el fortalecimiento de las BACRIM y 
los esfuerzos de retorno de la guerrilla, este problema tiende 
a extenderse.

4.3.2. La situación del pueblo Wayúu 
“El Territorio es la identidad, es lugar donde nacemos y 
vivimos, donde esta nuestra cultura, lugar de sustento y 
calidad de vida, el trabajo, la vivienda, la salud, la exis-
tencia, donde nacen todos los efectos de la Vida”76.

Débora barros Fince. 15 De Febrero De 2011

En el marco del conflicto armado, el desplazamiento 
forzado afecta en su mayoría a mujeres, niños, poblacio-
nes indígenas y afrodescendientes77. Para las comunidades 
indígenas, el fenómeno del desplazamiento forzado tiene 
consecuencias particulares, siendo una de ellas la posible 
extinción de sus tradiciones y cultura. En La Guajira, la po-
blación wayúu reside en su mayoría en las subregiones de 
la Media y Alta Guajira. Según el Observatorio de DD.HH. y 
DIH de la Vicepresidencia, entre 2003 y 2008, se reportaron 
13.696 personas desplazadas de los siete municipios que 
son habitados por el pueblo Wayúu de las cuáles, 12.187 
fueron desplazamientos individuales y 1.509 desplazamien-
tos masivos78. 

A través del auto No. 004 del 26 de enero de 2009, la 
Corte Constitucional ordenó al Gobierno Nacional formular 
e iniciar la implementación de planes de protección étnica 
ante el conflicto armado y el desplazamiento forzado para 34 
pueblos indígenas, entre ellos el wayúu79. Según los estudios 

74 Acción Social atiende a familias desplazadas en Barranca, en la Guajira. 22 de diciembre de 2010. Véase en: www.accionsocial.gov.co/contenido/contenido.
aspx?comID=5459&catID=127.

75 En febrero de 2007, fue asesinado Oscar Cuadrado Gonzales, en Maicao, líder de la asociación departamental de desplazados de la Guajira. Por otra parte, el 
19 de septiembre de 2010, fue asesinado en Riohacha Albeiro Cuevas Urruchurto, desplazado de La Mojana, Sucre. 

76 Barros Fince, Débora. Ponencia Territorio y Despojo. Disponible en el sitio Web:  http://organizacionwayuumunsurat.blogspot.com.
77 Forero, Edgar. Desplazamiento Interno Forzado en Colombia. Washington, DC., 22 de septiembre de 2003. Institute for International Studies at the University of 

Notre Dame, Woodrow Wilson International Center for Scholars y Fundación Ideas para la Paz.
78 Barros Fince,, Débora. Ponencia Territorio y Despojo. Disponible en: http://organizacionwayuumunsurat.blogspot.com.
79 COLOMBIA. Corte Constitucional. Auto 004 del 26 de enero de 2009.
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realizado por la Corte Constitucional, una de las facetas del 
desplazamiento que resulta preocupante para el caso espe-
cífico de esta etnia, es la frecuencia del éxodo transfronterizo 
de los grupos indígenas; individuos y familias abandonan de 
forma permanente el territorio nacional, huyendo de la vio-
lencia80. 

Un agravante para la dinámica anterior es el subregistro 
del desplazamiento forzado de la población wayúu, especial-
mente de los desplazamientos intra-resguardo o intravereda-
les. De acuerdo con el estudio de la Corte Constitucional, esta 
situación se ve altamente afectada por la falta de denuncias 
–por amenazas, desconfianza o desinformación– y por la in-
congruencia de las estadísticas81. Sólo por citar una explica-
ción expedita de este escenario, en enero de 2009 a través 
de un comunicado de prensa, la Agencia de las Naciones Uni-
das para los Refugiados (ACNUR) señaló que: 

“El ACNUR está preocupado por el aumento de la violen-
cia y el incremento de la inseguridad que ha forzado a las 
poblaciones indígenas locales a huir del departamento 
de La Guajira, al nororiente de Colombia. 
En uno de los últimos sucesos este mes, un grupo de in-
dígenas Wayúu tuvo que escapar atravesando la frontera 
y buscar refugio en Venezuela, después de ser atacado 
en su resguardo en La Guajira. El ataque lo realizaron 
hombres armados, quienes quemaron sus hogares y 
amenazaron con asesinar a los líderes de la comunidad 
(…)”82 

4.4. Reclutamiento Forzado 
El reclutamiento y utilización ilícita de niños, niñas y ado-

lescentes (NNA), es una de las expresiones de violencia más 
recurrentes en Colombia83. En el caso de La Guajira, se evi-
dencian dos dinámicas de reclutamiento. La primera, tiene 
que ver con el proyecto de retoma del control territorial de las 
FARC sobre la Sierra Nevada, y la segunda, con una estrategia 
adoptada por las BACRIM que está afectando principalmente 

a niños, niñas, jóvenes y desmovilizados de las AUC en los 
principales cascos urbanos del departamento.

Con el propósito de asegurar los corredores estratégi-
cos entre la Sierra Nevada de Santa Marta y los Montes de 
María, las células del frente 59 del Bloque Caribe las FARC 
se encuentran realizando adoctrinamiento político entre los 
campesinos e indígenas de la región con el fin de fortalecer 
sus bases sociales. En este sentido, la Defensoría del Pue-
blo ha emitido, en repetidas ocasiones, alertas que ponen 
de manifiesto la dinámica del reclutamiento que utiliza este 
frente y que consiste en reclutar a los jóvenes para luego 
trasladarlos a la Serranía del Perijá donde reciben entrena-
miento militar y adoctrinamiento político84. Entre los casos 
registrados por la Defensoría, también se hace evidente la 
relación entre los fenómenos del reclutamiento y el despla-
zamiento forzado. De acuerdo con esta entidad, hay eviden-
cias que demuestran que familias de la zona se desplazan 
para evitar el reclutamiento de sus hijos por parte de la gue-
rrilla85.

De igual manera, en centros urbanos de La Guajira 
como Dibulla y Riohacha, están incrementando las denun-
cias de la población civil sobre reclutamiento de NNA por 
parte de las BACRIM, quienes hacen a cambio tentativas 
ofertas económicas. Actualmente, estas bandas también 
presionan a miembros desmovilizados de las AUC quienes 
están siendo contactados en razón de su experiencia como 
paramilitares y de la falta de oportunidades que tienen dada 
su condición de desmovilizados. Así mismo, pobladores del 
departamento aseguran que los colegios y escuelas son los 
sitios predilectos de las bandas criminales para captar la 
atención de los adolescentes y jóvenes. Integrantes de las 
BACRIM llaman la atención de los estudiantes ofreciendo 
trabajos y prebendas económicas a cambio su vinculación 
a las redes de inteligencia y apoyo logístico. Las edades de 
los jóvenes que interceptan estos grupos oscilan entre los 
14 y 17 años86.

80 Auto 004 de 2009.
81 Ibid.
82 Agencia de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR). Colombia: creciente violencia lleva a grupos Wayuu a huir hacia Venezuela. Disponible en el sitio 

Web: www.acnur.org/index.php?id_pag=8253.
83 Tanto las Convenciones de Ginebra de 1949,  como la Convención sobre los Derechos del Niño,  se prohíbe el reclutamiento de personas menores de 18 años 

estableciendo que “los grupos armados legales e ilegales de un Estado no deben en ninguna circunstancia reclutar o utilizar en hostilidades a menores de 18 
años”. Sin embargo, en Colombia uno de cada cuatro combatientes es menor de 18 años. Ver: HUMAN RIGHTS WATCH - UNICEF. Aprenderás a no llorar: niños 
combatientes en Colombia. 2004.

84 Notas de seguimiento No. 023-10,  al Informe de Riesgo No. 017-09-A.I. emitido el 9 de julio de 2009. Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pue-
blo. Octubre de 2010.

85 En muchas ocasiones, la guerrilla logra reclutar a los NNA mediante promesas y ofrecimientos.
86 Notas de seguimiento No. 023-10, 017-10 y  025-09. Al Informe de Riesgo No. 017-09-A.I. emitido el 9 de julio de 2009. Sistema de Alertas Tempranas de la 

Defensoría del Pueblo.
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87 Mutilando al Pueblo El Uso de Minas Antipersonal y otras Armas Indiscriminadas por parte de la Guerrilla en Colombia. Human Right Watch, julio de 2007.
88 Colombia sin minas. Revista Nº 15, Campaña Colombiana Contra Minas, marzo de 2009. Pág. 4.
89 El Programa Presidencial para la Acción Integral contra Minas Antipersonal (PAICMA) clasifica los departamentos en 3 niveles de afectación según el número de 

eventos y de víctimas registradas: riesgo manifiesto (alto), riesgo latente (medio) y riesgo contingente (bajo). 
90 Se habla de accidentes cuando se compromete la vida de una persona y de incidente cuando no se compromete la vida de una persona.

4.5. Minas antipersonal ¿una preocupación para La 
Guajira?

La degradación del conflicto armado colombiano como 
resultado del empleo de armas no convencionales como las 
minas antipersonal ha dejado en los últimos 20 años un sal-
do de 8.988 víctimas en el país, según cifras del Programa 
Presidencial para la Acción Integral contra Minas (PAICMA). 
Dicha cifra a nivel mundial, clasifica a Colombia como el se-
gundo país, después de Afganistán, con el mayor número de 
víctimas por minas, panorama que puede explicarse por el 
incremento sustancial del uso de las minas por parte de las 
FARC desde el año 200087.

De acuerdo con información de la Campaña Colombia-
na Contra Minas (CCCM), 31 de los 32 departamentos del 
país están minados y el 92 % de los casos donde se registran 
víctimas de minas ocurren en áreas rurales como resultado 
de la estrategia de las FARC de combatir a las Fuerzas Mili-
tares en sus zonas de influencia. La Guajira hace parte de 
este universo como resultado de la presencia del frente 59 
de las FARC, sin embargo, el impacto en términos del número 
de víctimas en ese departamento es menor en comparación 
con otros departamentos. Durante el periodo 1990-2010 La 
Guajira registró 56 víctimas mientras que Antioquia ocupa el 
primer lugar a nivel nacional con 2050 seguido por el Meta 
con 910 víctimas.

Sin embargo, se evidencia una diferencia significativa entre 
víctimas civiles y militares, siendo estas últimas las de mayor 
registro de accidentalidad88. En el caso específico de La Gua-
jira entre 1990 y 2010 se registraron 33 victimas de la fuerza 
pública y 23 civiles. (Ver cuadro 5 y 6 en la página siguiente).

Con base en lo anterior, el PAICMA clasifica a La Guajira 
en Riesgo contingente89 junto con Bogotá, Risaralda, Quin-
dío, Vichada, Guainía, Magdalena, Atlántico y Amazonas. No 
obstante, en este rango es el departamento con mayores ac-
cidentes e incidentes90. En el año 2009 se presentaron cinco 
accidentes en los municipios de El Molino (1), Uribia (2), Villa-
nueva (1) y Riohacha (1) donde la población civil más afecta-
da fue la comunidad Wayúu. Para el año 2010 y lo corrido del 
2011 no se han reportado accidentes por MAP, MUSE o AEI. 

Adicionalmente, el componente de desminado humanita-
rio no se ha adelantado en el departamento, sin embargo, se 

han desarrollado acciones de destrucción de minas en los 
años 2007, 2008 y 2009; para el 2010 no se registraron ope-
raciones de destrucción.

Bajo este panorama, la actual situación de La Guajira no 
es una prioridad para el Programa de Acción Integral contra 
Minas dado que el número de víctimas es muy inferior com-
parado con otros departamentos. Por esta razón, la mayoría 
de sus esfuerzos se concentran en zonas donde la situación 
es crítica o de riesgo manifiesto. De otra parte y dada la difi-
cultad para hacer presencia en la totalidad del territorio na-
cional, el Programa ha consolidado alianzas con instituciones 
y organizaciones sociales locales para efectuar trabajos de 
educación en el riesgo. Por ejemplo, en el 2008 se desarrolla-
ron actividades de prevención a la población civil a través de 
la estrategia de instructores regionales del SENA.

Por su parte, Álvaro Gómez, miembro de la Campaña 
Colombiana contra Minas (CCCM), difiere de la postura del 
PAICMA. Según Gómez, “el panorama es delicado a raíz de 
los combates registrados en los últimos 3 años entre fuer-
zas regulares y actores armados no estatales que operan en 
esta región del país, señalo que las BACRIM están utilizando 
las minas como arma de protección de los cultivos ilícitos en 
zonas de la parte alta de la Serranía del Perijá y la Sierra Ne-
vada de Santa Martha con cara a La Guajira”.

Asimismo, indicó que la presencia de zonas minadas en 
los municipios de Barrancas, Albania, Peña del Indio en San 
Juan, Vereda Curabas en Riohacha, Carrizal, Koroal (territorio 
indígena Wiwa en zona fronteriza) y los corredores estratégi-
cos para las FARC como la Vereda El Limón, la Jagua del Pilar 
y Villanueva, debería poner a La Guajira en la lista de casos a 
evaluar dado que se podría generar accidentes, confinamien-
tos y desplazamientos que contribuirían a profundizar la crisis 
humanitaria en el departamento.

Este escenario nos muestra, que si bien la situación de 
La Guajira, en lo que se refiere a minas antipersonal no es 
crítica, la amplia presencia de bandas criminales y el retorno 
progresivo de las FARC a la zona podrían significar un mayor 
número de eventos a futuro en el departamento.
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5. Conclusiones 

El estudio de la dinámica de la violencia en La Guajira 
está atado sin duda a la identificación de factores históricos, 
actores armados legales e ilegales y dinámicas sociales que 
han confluido en este departamento y que corresponden 
también a procesos regionales que afectan a departamentos 
como Cesar y Magdalena, zonas de frontera y porciones de 
territorio venezolano, en lo que hemos venido a llamar como 
zona estratégica. 

Cuando se habla específicamente de La Guajira, es nece-
sario describir algunas de sus particularidades más relevan-
tes que han incidido en la configuración de un contexto de la 
ilegalidad afable al afianzamiento de grupos armados ilegales 
en la zona, entre las que se destacan: conformación poblacio-
nal mayoritariamente indígena procedente de la etnia Wayúu; 
ventajas geoestratégicas definidas en términos de recursos 
naturales y posición geográfica favorable para el comercio in-

ternacional; economía local débil sustentada en una produc-
ción netamente extractiva que deja pocos dividendos para la 
reinversión; fuerte actividad contrabandista, que ha generado 
una ancestral connivencia entre actores legales e ilegales; y 
deterioro de los términos de interacción entre el departamento 
y el Estado colombiano, materializados en el evidente abando-
no estatal que ubica a La Guajira dentro de los departamentos 
con más bajos índices de desarrollo del país.

Adicional a esto, la historia de la sociedad guajira ha 
puesto en evidencia la construcción de una serie de valores 
que asimilan como legítimas, prácticas que están por fuera 
de la ley. Se trata de un caso claro de divorcio entre la ley y 
la cultura. Esto se debe a que, en gran medida, la base eco-
nómica de la región ha estado constituida por el desarrollo 
de actividades que están legalmente proscritas, como es el 
caso del contrabando, el narcotráfico y el uso de armas de 
fuego, todas conductas auspiciadas como factor de prestigio 
y estatus social. Estas prácticas sin duda han colaborado en 

CUADRO 5
VÍCTIMAS CIVILES POR MAP Y MUSE EN LA GUAJIRA POR MUNICIPIO 

1990-2010

Estado MUNICIPIO 1999 2001 2005 2006 2009 Total

Herido

Fonseca 0 1 0 0 0 1
La Jagua del Pilar 2 0 0 0 0 2
Riohacha 0 0 1 0 1 2
Uribia 0 0 0 0 2 2

Total Herido 2 1 1 0 3 7

Muerto

Dibulla 0 0 0 2 0 2
El Molino 0 0 0 0 1 1
Riohacha 0 0 8 0 0 8
Uribia 0 0 0 0 5 5

Total Muerto 0 0 8 2 6 16
Total 2 1 9 2 9 23

Fuente: Programa Presidencial de Acción Integral contra Minas Antipersonal. 
Datos actualizados a 31 de diciembre de 2010

CUADRO 6 VÍCTIMAS MILITARES POR MAP Y MUSE EN LA GUAJIRA POR MUNICIPIO

Estado MUNICIPIO 1999 2002 2005 2006 2007 2008 2009 Total

Herido
Dibulla 0 0 0 2 0 0 0 2
San Juan del Cesar 0 2 0 0 0 0 0 2
Urumita 0 0 0 0 0 3 0 3

Total Herido 0 2 0 2 0 3 0 7

Muerto

Dibulla 0 0 2 2 0 0 0 4
La Jagua del Pilar 9 0 0 0 0 0 0 9
Riohacha 0 0 3 0 0 0 0 3
San Juan del Cesar 0 5 0 2 1 0 0 8
Urumita 0 0 0 0 0 1 0 1
Villanueva 0 0 0 0 0 0 1 1

Total Muerto 9 5 5 4 1 1 1 26
Total 9 7 5 6 1 4 1 33

Fuente: Programa Presidencial de Acción Integral contra Minas Antipersonal. 
Datos actualizados a 31 de diciembre de 2010
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la construcción de un imaginario social que vincula el respe-
to social con la posesión de armas y el dinero. Esto explica 
el amplio reconocimiento que dentro de la sociedad guajira 
despiertan figuras como la del contrabandista, especialmen-
te entre los sectores menos favorecidos pues, en muchos 
casos, estos personajes cumplen roles y funciones de bene-
factores sociales. 

El contexto de ilegalidad manifiesto en La Guajira desde 
tiempo atrás ha traído consigo dos hechos visibles en ma-
teria de orden público: grupos armados ilegales han prospe-
rado en la zona favorecidos por redes de contrabandistas 
y poblaciones e instituciones locales altamente sensibles 
a la penetración/cooptación de estos grupos. Así mismo, y 
en concordancia con la variable anterior, el narcotráfico se 
ha erigido como una de las actividades más rentables de la 
región, absorbiendo gran parte del entramado social y des-
encadenando ciclos de violencia protagonizados por diversos 
actores criminales. 

En efecto, en la historia reciente de La Guajira y de la zona 
estratégica han coincidido en presencia y se han sucedido 
en dominio, grupos armados ilegales como FARC, ELN, AUC 
y BACRIM. En la actualidad, mientras los grupos guerrilleros 
buscan recuperar el territorio perdido ante los paramilitares 
y aprovechar el poco margen de maniobra que tienen en el 
terreno, las BACRIM se consolidan como el actor armado de 
mayor protagonismo en estos departamentos. Esto último 
tanto por el tamaño y sofisticación de sus redes armadas, de 
inteligencia y de base (en comparación con grupos guerrille-
ros) como por sus capacidades instaladas y poder de fuego, 
que los sitúan como los mayores responsables de hechos 
delictivos cometidos en áreas rurales y urbanas de la zona 
estratégica (asesinatos selectivos, extorsiones, desplaza-
mientos) y con consecuencias evidentemente negativas para 
las comunidades locales. 

Acorde con su naturaleza y lógica de acción, las BACRIM 
conservan muchos rasgos de los antiguos paramilitares en 
cuanto a sus formas de financiación y su participación en el 
negocio del narcotráfico. Sin embargo al estudiar sus reperto-
rios de violencia, sus características varían ligeramente pues 
se han concentrado en estrategias armadas que privilegian 
delitos como los homicidios selectivos y la micro-extorsión, 
en reemplazo de las masacres y extorsiones a grandes em-
presarios de la región ejecutadas por los otrora grupos para-
militares. 

En cuanto al balance de fuerzas, en el futuro cercano se 
proyectan tres posibles escenarios a saber:
1) Mantenimiento Status Quo: se sostiene, en el corto y me-

diano plazo, el escenario de seguridad planteado ante-
riormente en donde encontramos: Urabeños intentando 

asegurar control en la mayoría de zonas en las que hacen 
presencia; Rastrojos ganando terreno a través de una es-
trategia de expansión agresiva; Bacrim de la Alta Guajira 
ejerciendo su papel de intermediador; y otras bandas y 
grupos guerrilleros desempeñando un rol secundario o 
residual. 

2) Control compartido entre Urabeños y Rastrojos: altos 
índices de violencia en el corto plazo (periodo de aco-
modamiento, absorción de otras estructuras armadas y 
afianzamiento de territorios por parte de estas dos ban-
das) sucedidos por altos grados de connivencia entre és-
tas en el mediano y largo plazo. 

3) Control exclusivo de Urabeños o Rastrojos: alguna de las 
dos bandas se hace con el control total del departamen-
to. Mientras, a la luz del estudio de la FIP, este escenario 
sería protagonizado por Los Urabeños considerando su 
afianzamiento en la zona, nueva información de terreno y 
otras fuentes consultadas por la FIP durante 2011 hablan 
del potencial de dominio que tienen Los Rastrojos a me-
diano plazo como consecuencia de su expansión agresiva 
en la zona durante los últimos meses. 

La reactivación de las FARC y las disputas entre BACRIM 
por territorios, zonas de cultivo, rutas estratégicas y puertos 
para el transporte y salida de narcóticos dentro de la zona 
estratégica, delimitan un escenario futuro complejo para las 
comunidades asentadas en estos territorios. El escalamiento 
de la violencia aunado a la debilidad de las instituciones esta-
tales y la falta de condiciones económicas y sociales óptimas 
para la población, representan serias amenazas para el bien-
estar de gran parte de la sociedad guajira. 
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6. Recomendaciones

Recomendaciones en materia de investigación y coordi-
nación institucional: 
• La Gobernación debe promover la realización sistemáti-

ca (una vez al mes) de los Consejos Departamentales de 
Seguridad convirtiéndolos en un espacio de interlocución 
entre la fuerza pública y demás organismos de seguridad 
con las instituciones civiles públicas para abordar asun-
tos de seguridad en la región. 

• Bajo el liderazgo de las autoridades departamentales y 
con el apoyo del sector empresarial, se debe desarrollar 
una estrategia para armonizar de manera permanente 
las relaciones entre los organismos de seguridad (Policía, 
Ejército, DAS y otros) y aquellas instituciones que tienen la 
tarea de hacer monitoreo sobre los niveles de riesgo que 
afectan a las comunidades cuando son generados por 
los grupos armados ilegales. Para tal efecto los Consejos 
Departamentales de Seguridad, con invitación de repre-
sentantes de la sociedad civil, pueden ser el escenario 
idóneo para implementar esta estrategia.

• Convocar al sector empresarial para que apoye investi-
gaciones sobre temas de interés para la formulación de 
políticas públicas, municipales o regionales, de seguridad 
ciudadana tales como el nivel de penetración de las orga-
nizaciones criminales en las instituciones públicas regio-
nales y/o locales; 

Recomendaciones en materia de información: 
• Estimular al sector empresarial para que continúe apo-

yando investigaciones sobre temas de interés para la for-
mulación de políticas públicas, municipales o regionales, 
de seguridad ciudadana. Ejemplo de temas que podrían 
ser objeto de investigación son: el nivel de penetración 
de las organizaciones criminales en las instituciones 
públicas regionales y/o locales; la identificación de los 
mecanismos de control de los GAI sobre la circulación de 
información (intimidación directa a los medios de comu-
nicación, autocensura forzada por falta de garantías de 
seguridad y otros que afecten a las comunidades). 

• Crear un observatorio del delito de alcance regional, 
adscrito al departamento o a alguna entidad académica 
de la región Atlántica, de manera que se pueda medir y 
monitorear los procesos y hechos de violencia (distribu-
ción geográfica, intensidad y alcance de la violencia). Los 
productos de dicho observatorio (análisis, monografias 
municipales, sistematización de información estadística y 
otros) se constituirían en insumos para los tomadores de 
decisiones en materia de seguridad ciudadana. 

• El gobierno nacional, en coordinación con organizaciones 
sociales y comunidades locales, debe diseñar un progra-
ma que apunte a la reconstrucción social de la violencia 
en la zona. Una suerte de cartografía social para la región 
que permita identificar/ubicar con precisión y a lo largo 
del tiempo, hechos de violencia (como masacres) y víc-
timas dentro del departamento de La Guajira. Con una 
recopilación juiciosa de los hechos pasados más signifi-
cativos del departamento es posible hacer una medición 
del impacto social de la violencia, iniciar las investigacio-
nes pertinentes para judicializar a los responsables, repa-
rar a las víctimas y generar garantías de no repetición.

• La Fiscalía General de la Nación debería construir meca-
nismos muy concretos para que las legítimas prácticas 
culturales de los wayúu sean armonizadas con los proce-
dimientos de búsqueda de información necesaria para la 
debida judicialización de los hechos de violencia. 

Recomendaciones en materia de políticas de recon-
ciliación:
• Los procesos de reconstrucción social y de memoria, al 

incluir todos los puntos de vista y las interpretaciones que 
se dan en la zona sobre los hechos de violencia pueden 
hacer una importante contribución a la reconciliación. 

Recomendaciones en materia de políticas sociales:
• Más allá de las cuestiones de seguridad, es necesario 

desarrollar planes y programas de inversión social que le 
otorguen sostenibilidad a los avances que en materia de 
seguridad se puedan lograr; de especial importancia son 
las inversiones que puedan tener impacto en disminuir el 
reclutamiento forzado que se presenta la región.

Recomendaciones en materia de transformación del 
entorno social:
• Definir estrategias para superar el dilema de acción colec-

tiva que plantea la pervivencia de contextos de ilegalidad 
de la zona; estrategias en función de la superación del 
dilema de “quién da el primer paso” que apunten a in-
centivar acciones colectivas que rompan con las causas 
generadoras de esos contextos. 

• Fortalecer la institucionalidad para el control de los ciu-
dadanos incumplidos vía autoridades municipales, de 
policía, comisarías de familia y MASC (Mecanismos Alter-
nativos para la Solución de Conflictos);

• Definir planes de inversión social apuntalados a la inte-
gración de la población local en la formalidad económica 
y social. 
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